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SU7VYKRIO: 


SECCION  OFICIAL 

Acuerdo  sobre  cumplimiento  del  artículo  15  de 
la  Ley  Orgánica  del  Po<ler  Judicial,  que  se  refiere 
á  comunicaciones  con  los  otros  l’oderes  del  Esta¬ 
do. 

Acuerdo  relativo  á  la  manera  en  que  deben  los 
notarios  hacer  los  índices. 

Comunicaciones  de  las  Salas. 


•  CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 

Oiv'ri, — No  invalida  una  escritura  pública  que 
verso  sobre  inmuebles,  la  circunstancia  de  haberse 
omitido  la  relación  de  los  documentos  concernien¬ 
tes  al  impuesto  del  seis  por  millar,  pues  tal  omi¬ 
sión  daría  lugar  en  su  caso  á  una  multa  al  notario 
que  autorice  el  instrumento. 

Alegato  del  Licenciado  don  José  Lara. 

Alegato  de  don  Vicente  Lara  M. 

Civil — Para  adquirir  por  prescripción  se  ne.  esi- 
ta  qufe  la  posesión  reúna  las  condiciones  que  la  ley 
determina. 


Cbiminal — La  apreciación  de  la  prueba  no  da  lu¬ 
gar  al  recurso  de  nulidad;  pero  sí  la  violación  de 
las  leyes  que  la  regulan. 

Criminal — Contra  las  providencias  ejecutoria¬ 
das  no  cabe  más  recurso  que  el  de  responsabilidad. 


CORTE  DE  APELACIONES 

Civil — El  artículo  1,842  del  Código  Civil  de  Pro¬ 
cedimientos  comprende  dos  extremos;  uno  de  e- 
llos  hace  innecesario  el  otro. 

Civil — Los  Jueces  de  1»  Instancia  son  incom¬ 
petentes  para  conocer  de  los  juicios  de  menor 
cuantía. 

Criminal— Las  partes  no  pueden  habilitar  á  los 
Jueces  cuando  hay  prohibición  legal  para  conocer. 

Acuerdo  extirpando  prácticas  ilegales,  en  favor 
de  la  libertad  personal. 

Criminal — En  toda  causa  en  que  hay  acusador, 
debe  dársele  intervención  á  éste  para  resolver  los 
artículos  de  fianza  de  calumnia  ó  separación  de  la 
Instancia,  aunque  no  se  haya  elevado  á  plenario 
el  proceso. 

Notarios  hábiles  para  cartular. 
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Al^OCiAUOS  CON  3UK1ÍTK 
ibierto  eii  estíi  CMpití-il  y  clireccioi'ies  respectiva». 


Autonio  Yiileuznela  . . 

Affustíii  jNIeiicos  F.  y  José  Lara  . 

Arciulio  Estrada  y  J.  Viceute  Martínez.  .  . 
Antonio  L.  Colom  y  Santiago  L.  Colom. 

Antonio  Andren . 

Abrahaiu  Solares . 

Dámaso  Miclieo  . 

Enritjue  Avila  E  .  . 

Emilio  Gálvez . 


Enrique  Muñoz 

Enrique  Lozano . 

Francisco  Iliveiro  y  José  Vizcaíno 

Francisco  Medina  Pontaza . 

Francisco  E.  Toledo  . 

Fabián  A.  Pérez  y  José  Piuto 


Fernando  Aragón  D.  y  Salomón  Selva 
Yielman.  .  .  . 


Federico  _ 

Santiago  Pérez  Quiñones . 

Javier  A.  Arroj'o  y  Alfonso  L.  Arroyo.  . . .  ' 
José  D.  Durán  y  Manuel  J.  Alvarado  .  .  .  . 

J osé  Salazar  Z.  y  Luis  Estrauy . 

José  María  IMarroquíu . 

José  María  Monterroso  .  . .-.  .  . 

José  A.  Medina . 

José  Ozaeta . 

Juan  F.  Rodríguez  y  Alberto  Rodríguez. . . 

Francisco  Vázquez.  . 

Juan  Calderón . 


Juan  J.  Argueta. ...  . 

Juan  B.  Blanco  . 

Marcial  García  Salas . 

Manuel  Diéguez  y  Ramón  Morales . 

Manuel  Rivera  M.  y  Francisco  Rivera . 

Manuel  Samayoa  y  Víctor  M.  Herrera . 

Manuel  F.  Poíauco . 

Manuel  J.  Dardón . 

Manuel  Zeceña . 

Manuel  Valle  . 

Mariano  Zeceña  y  Enrique  Martínez  Sobral 

Mariano  Berdúo . 

Nicolás  Larrave . 

Rafael  Ariza .  . 

Rafael  Montúfar  . . 

Rafael  Pineda  Mont . 

Rafael  Rivera  Paz . . 

Salvador  A.  Saravia  y  J.  Miguel  Saravia .... 

Salvador  Falla . 

Salvador  Escobar . . 

Salvador  Corleto . 

Saturnino  S.  Gálvez . 

Trinidad  Coronado . 

Tránsito  Rojas . 

Tácito  Molina . 

Víctor  M.  Estéves  y  Ramón  P.  Molina 


4“  Avenida  Sur,  niímero  12. 

7?  Avenida  Sur,  frente  al  Banco  de  Guatem? 
8"  Avenida  Sur,  primera  cuadra. 

Callejón  de  Córdov'.i,  Número  4. 

9.'  Calle  Oriente,  número  10. 

S?  Avenida  Sur,  número  G. 

12*  ÁA'enida  Sur,  número  8. 

G.’  Avenida  Sur,  número  16. 

8'.'  Avenida  Sur,  número  9. 

8*  Calle  Poniente,  niimero  3. 

8'  AA'enida  Sur,  número  13. 

G:‘  Avenida  Sur,  primera  cuadra. 

10.‘  Avenida  Sur,  )júmero  12. 

3:'  Avenida  Sur,  número  9. 

8*  Calle  Poniente,  número  1. 

4?  Avenida  Sur,  número  6G. 

Pasaje  de  Ayciuena,  número  20. 

9?  Calle  Oriente,  número  3. 

10.'  Calle  Oriente,  número  2, 

Pasaje  Aycinena,  número  Í8. 

G?  Calle  Poniente,  número  10. 

T*  ÁA'enida  Norte,  niímero  50. 

4?  Calle  Oriente,  número  2G. 

8!“  AA'enida  Sur,  número  G. 

5*  Calle  Oriente,  junto  al  número  9. 

4f  Avenida  Norte,  número  3. 

10?  Calle  Oriente,  mímero  2. 

G?  Avenida  Norte,  número  3. 

4?  A.A'enida  Sur,  número  58. 

10?  Calle  Oriente,  número  1. 

6?  Calle  Poniente,  número  12. 
lo*  Calle  Oriente,  mímero  1. 

9?  AA’enida  Sur,  número  17. 

5*  Calle  Oriente,  junto  al  número  20. 

Finca  ‘‘El  Tuerto.” 

6*  Avenida  Sur,  número  71. 

8?  Calle  Poniente,  número  3. 

8*  Avenida  Norte  número  9.  ' 

8?  Calle  Poniente,  número  1. 

8*  ÁA^enida  Sur,  mímero  5. 

G?  Calle  Poniente,  número  2. 

4“  Calle  Oriente,  número  39. 

Callejón  Manchen,  mímero  3. 

11“  Calle  Oriente,  futre  los  Bancos  .\mericaa»  y  Occidente. 
Portal  de  la  Municipalidad. 

G*  ÁA’-enida  Sur,  “La  Bolsa” 

11?  Calle  Oriente,  número  40. 

8?  AA^enida  Sur,  mímero  20. 

G?  Calle  Poniente,  número  12. 

5*  AA'enida  Sur,  número  23. 

7?  Calle  Oriente,  número  1. 

Avenida  de  Caballería,  mímero  8. 

10*  AA'enida  Sur,  mímero  1. 

8*  Calle  Poniente  número  1. 


Not.a  :  Si  por  falta  de  datos  estuviere  deíicicute  el  anterior  catálogo,  se  servirán  advertirlo  á  la 
Redacción  de  este  jicriódico  los  ahogados  intei’esados. 
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SECCION  OFICIAL 


Acuerdo  sobre  cumplimiento  del  artícu¬ 
lo  15  de  la  Ley  Orgánica  del  Poder  Ju¬ 
dicial,  que  se  refiere  á  comunicaciones 
con  los  otros  Poderes  del  Estado 

Corte  Suprema  de  .Justicia:  Guate¬ 
mala,  trece  de  abril  de  mil  ochocien¬ 
tos  noventa  y  seis. 

Habiéndose  notado  que  algunas  Sa¬ 
las  de  la  (Jorte  de  A|)elaciones,  lo  mis¬ 
mo  (jue  varios  Jueces  de  1^  Instancia 
y  aun  alguno  de  Paz,  se  han  dirigido 
oficialmente  y  de  un  modo  directo  á 
los  otros  Poderes  del  Estado;  la  Corte 
Suprema  de  Justicia,  en  uso  de  las  a- 
triimciones  que  le  confieren  los  artí¬ 
culos  2G,  28  y  48  de  la  Ley  Orgánica 
del  l’oder  .Judicial,  acuei’da:  prevenir 
el  cumplimiento  del  artículo  15  de 
dicha  ley,  que  dispone  ser  el  Presi¬ 
dente  de  la  Corte  Suprema  de  Justi¬ 
cia  el  órgaiio  de  comunicación  con 
los  otros  Poderes.  Los  infractores  de 
esa  disposicióir,  que  usurparen  tales 
atribuciones,  quedarán  sujetos  á  las 
penas  que  la  misma  Ley  Orgánica  y 
el  Código  Penal  establecen. 

Comuniqúese  á  quienes  corresponda, 
para  su  cumplimiento. 

Batr'U  -Flores.-Herrrr.\.-Foron- 
DA . — Alarcón. 

Felipe  Martínez, 

Secretario. 


Acuerdo  relativo  á  la  manera  en  que  de¬ 
ben  los  notarios  hacer  los  índices. 

(keproducción) 

Palacio  del  Poder  Ejecutivo:  Gua¬ 
temala,  veintiuno  de  noviembre  de 
mil  ochocientos  ochenta  y  nueve. 

Con  vista  de  la  exposición  del  señor 
Presidente  de  la  Corte  Suprema  d,e 
Justicia,  de  diez  y  seis  de  este  mes,  y 
con  la  mira  de  evitar  las  dificulta¬ 
des  y  dudas  que  se  ofrecen  sobre  la 
manera  en  q'ue  debe  hacerse  el  índi¬ 
ce  con  que  los  notarios  dan  cuenta 
anualmente,  de  conformidad  con  lo 
dispuesto  por  la  ley,  el  Presidente  de 
la  República 

acuerda: 

Que  dicho  índice  debe  constar  de 
seis  columnas,  {)ara  expresar: 

En  la  primera,  el  número  de  orden; 
en  la  segunda,  el  lugar  y  la  fecha;  en 
la  tercera,  los  nombres  de  los  otorgan¬ 
tes:  en  la  cuarta,  el  de  los  testigos  ins¬ 
trumentales  y  de  conocimiento;  en  la 
quinta,  el  objeto  de  la  escritura;  y  en 
la  sexta  el  folio  ó  folios  que  correspon¬ 
dan  del  protocolo. 

Comuniqúese. 

(Rubricado  por  el  señor  Presidente) 

AÑguiano. 
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COMUNICACIONES  DE  LAS  SALAS. 

Guatemala,  1?  de  abril  de  1896. 

Señor  Presidente  de  la  Corte  Su¬ 
prema  de  Justicia. 

Tengo  la  honra  de  poner  en  cono¬ 
cimiento  del  señor  Presidente  que  la 
Sala  1*  dictó  durante  el  mes  de  marzo 
último,  sesenta  y  seis  resoluciones,  de 
la  manera  siguiente: 


,  Ramo  Civil. 

Sentencias  . H...  2 

Autos  .  5 

Ramo  Criminal. 

Sentencias  .  16 

Autos  .  36 

Acuerdos  económicos .  7 

Suma .  66 

Se  dictaron  además: 

Decretos 

En  el  ramo  civil  .  103 

En  el  ramo  criminal .  102 


A  LA  VISTA 

Sentencias  civiles .  11 

Autos  .  3 

Sentencias  criminales .  16 

Autos  .....  .  8 


Quedaron  en  estudio  del  señor  Fis¬ 
cal  cinco  causas,  dos  en  poder  del 
Procurador  de  la  Sala  1?  y  una  en  po¬ 
der  del  Procurador  de  la  Sala  2? 

So}'  del  señor  Presidente,  con  toda 
consideración  y  respeto,  muy  atto  y 
S.  S. 

Vicente  Sáenz. 


Guatemala,  abril  1?  de  1896. 

Señor: 

Tengo  la  honra  de  poner  en  cono¬ 
cimiento  de  Ud.  que  la  Sala  2?  de 
Apelaciones  ha  verificado  durante  el 
mes  de  marzo  último  los  trabajos  si¬ 


guientes: 

Autos  criminales .  87 

Sentencias  criminales .  33 

Sentencias  civiles . :.  1 

Autos  “  .  1 

Acuerdos  económicos .  5 


Suma  de  resoluciones  .  127 


En  poder  del  señor  Fiscal  quedó 
una  causa,  en  el  del  Procurador  y  á 
la  vista  del  Tribunal  no  quedó  ningu¬ 
na. 

Con  protestas  de  mi  consideración 
!  y  aprecio  me  es  grato  subscribirme  de 
Ud.  atento.  S.  S. 

J.  Manuel  Klée. 

Señor  Presidente  de  la  Corte  Supre¬ 
ma  de  Justicia. 


Guatemala,  abril  24  de  1896. 

Señor  Presidente  de  la  Corte  Supre.- 
ma  de  Justicia. 

Tengo  el  honor  de  comunicar  á  Ud. 
que  la  Sala  3?  de  Apelaciones,  duran¬ 
te  los  quince  días  últimos  del  mes  de 
marzo  próximo  pasado  dictó  las  re¬ 
soluciones  siguientes: 

Ramo  Criminal. 


Sentencias .  7 

Autos  .  21 

Ramo  Civil. 

Sentencias  .  0 

Autos  .  6 
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Económico. 

Acuerdos  .  4 


Total .  38  . 

Se  dictaron  además,  en  el  ramo  ci-  | 
vil  cuarenta  y  nueve  decretos  y  vein¬ 
tinueve  en  el  criminal,  y  fueron  re¬ 
visados  los  estados  y  actas  de  visita  i 
de  cárceles  de  que  dieron  cuenta  los 
JujBces  y  Comandantes  de  armas  de  ; 
los  departamentos  sujetos  á  la  juris¬ 
dicción  de  la  Sala.  i 

En  estudio  del  señor  Fiscal  queda-  i 
ron  cinco  causas,  y  en  poder  dcl  Pro-  ! 
curador  ninguna. 

Con  muestras  de  la  más  distinguida 
consideración  y  aprecio  soy  de 

Ud.  atto.  S.  S. 

Rafael  Murga. 

Quezaltenango,  8  de  adril  de  1896. 

Señor  Presidente  de  la  Corte  Supre-  , 
ma  de  Justicia.  i 

Guatemala.  ‘ 

Tengo  el  honor  de  poner  en  cono¬ 
cimiento  de  Ud.  que  el  número  de  re-  i 
soluciones  dictadas  por  esta  Sala  4t  ¡ 
de  Apelaciones,  durante  el  mes  de 
marzo  próximo  pasado,  es  el  siguiente: 

Ramo  Criminal.  I 


Sentencias  .  25 

Autos  .  82 

Decretos .  265 

Despachos  .  19 


Quedaron  en  poder  del  señor  Fiscal 
veinte  causas  para  dictaminar,  no  ha¬ 
biendo  quedado  ninguna  en  poder  del 
señor  Procurador, 

Soy  de  Ud.,  con  toda  consideración 
y  aprecio,  su  muy  atento  y  S.  S. 

José  Flamenco. 


Jalapa,  abril  15  de  1896. 

Señor  Presidente  de  la  Corte  Supre¬ 
ma  de  Justicia. 

r»  Guatemala. 

Tengo  la  honra  de  poner  en  cono¬ 
cimiento  de  Ud.  que  en  el  mes  de 
marzo  próximo  pasado,  la  Sala  5?  de 
la  Corte  de  Apelaciones  dictó  el  nú¬ 
mero  de  resoluciones  siguientes: 

Ramo  Criminal. 


Sentencias .  7 

Autos  .  32 

Decretos  .  77 

Despachos  .  4 

Ramo  Civil. 

Sentencias .  00 

Autos  .  00 

Decretos  .  4 

Despachos  .  9 

Acuerdos  .  00 


Suma .  391 

Ramo  Civil. 

Sentencias  .  1 

Autos  .  23 

Decretos .  140 

Despachos  .  29 

Acuerdos  económicos  .  ..  4 

197 

Suma  total  .  588 

,yi( 


Total  .  133 

Quedaron  pendientes  104  causas,  de 
la  manera  siguiente:  en  poder  del 
señor  Fiscal  19;  en  poder  del  Procu¬ 
rador  20;  practicándose  diligencias 
14;  á  la  vista  32;  y  para  dar  cuenta  18. 

Reitero  al  señor  Presidente  las  pro¬ 
testas  de  respeto  y  consideración  muy 
distinguida  con  que  soy  su  atto  S.  S. 

Julio  Lanuza. 
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CORTE  SUPREMA  OE  JUSTICIA 


CIVIL  I 

¡ 

Ko  invalida  una  escritura  pública  que  verse  sobre  ¡ 
inmuebles,  la  circunstancia  de  haberse  omitido 
la  relación  de  los  documentos  concernientes  al  im-  i 
puesto  de  seis  por  millar,  pues  tal  omisión  daría 
lugar  en  su  caso,  á  una  multa  al  notario  que  auto¬ 
rice  el  instrumento. 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guate¬ 
mala  veintiocho  de  marzo  de  mil  ocho¬ 
cientos  noventa  y  seis. 

Examinada  con  los  antecedentes  de 
que  procede  y  por  recurso  de  casación 
la  sentencia  de  17  de  enero  último, 
en  que  la  Sala  de  la  Corte  de  Ape¬ 
laciones  se  declara  incompetente  para  j 
conocer  en  los  asuntos  que  se  ventilan  J 
entre  la  testamentería  del  licenciado  j 
don  Jesús  Soto  y  don  Vicente  Lara  M.  j 
relativos  al  contrato  consignado  en  la 
escritura  de  16  de  julio  de  1894. 

Resultando:  que  el  18  de  julio  del 
año  próximo  pasado,  doña  Pantaleona 
C.  de  Soto  se  presentó  al  juzgado  1?  de 
1“  Instancia  de  Quezaltenango  y  expu-  j 
so,  que  en  16  de  julio  del  año  anterior  ! 
su  difunto  esposo  don  Jesús  Soto  ha¬ 
bía  celebrado  con  don  Vicente  Lara 
un  contrato  de  sociedad  para  la  explo¬ 
tación  de  la  finca  “Villa  Real”  de  la 
pertenencia  del  1?,  según  constaba 
en  escritura  pública  autorizada  por  el 
notario  don  Juan  B.  Al  varado;  que 
por  adolecer  dicho  instrumento  de  de¬ 
fectos,  como  son  no  haberse  tenido  á 
la  vista  los  títulos  de  propiedad  de  la 
finca,  objeto  del  contrato,  ni  hecho 
constar  en  éste  lo  relativo  al  título,  no 
pudo  el  Registrador  de  la  Propiedad 
Inmueble  hacer  la  respectiva  inscrip¬ 
ción;  que  tampoco  se  observaron  las  1 


formalidades  prescritas  por  los  artícu¬ 
los  40  y  300  del  decreto  n?  273  y  390 
del  decreto  n?  425;  y  que  por  esos 
motivos,  ocurría  á  pedir  se  declarara 
la  nulidad  de  la  escritura  social  y  el 
contrato  de  sociedad  á  que  aquélla  se 
refiere,  por  no  poder  existir  sino  es  en 
instrumento  público. 

Resultando:  que  á  solicitud  de  la 
actora  se  declaró  contestada  negativa¬ 
mente  la  demanda. 

Resultando:  que  en  los  autos  apare¬ 
ce  una  certificación  del  testimonio  en 
que  consta  el  contrato  de  sociedad  ce- 
lebi’ado  por  don  Jesús  Soto  y  don  Vi¬ 
cente  Lai'a,  con  el  objeto  de  hacer  pros¬ 
perar  la  finca  “Villa  Real”  de  la  pro¬ 
piedad  de  Soto,  instrumento  que  con¬ 
tiene  18  claúsulas  relativas  á  la  consti¬ 
tución  de  la  sociedad,  su  objeto,  dura¬ 
ción  y  demás  que  creyeron  conveniente 
los  contratantes,  consignándose  en  la 
cláusula  13  lo  que  sigue:  “que  los  socios 
en  ningún  caso  acudirían  á  los  Tribu¬ 
nales  de  Justicia  para  el  ai’reglo  de 
diferencias  ó  dificultades  que  puedan 
surgir  por  causa  de  este'  contrato  y  por 
falta  de  consecuencia  en  las  obligacio¬ 
nes  expresadas  en  esta  escritura.  Es 
convenio  que  en  caso  de  cualquiera 
diferencia,  dos  amigables  componedo¬ 
res  ó  árbitros  juris,  nombrado  uno 
por  cada  parte,  arreglarán  y  dictarán 
su  lando,  y  en  caso  de  discordia,  un 
tercero  nombrado  por  la  suerte  deci¬ 
dirá  el  asunto  sin  ulterior  recurso”. 

Resultando:  que  con  fecha  16  de  oc¬ 
tubre  del  año  próximo  pasado,  el  juez 
1?  de  If  Instancia  del  departamento 
de  Quezaltenango  pronunció  senten¬ 
cia  declarando  nula  la  escritura  de  so¬ 
ciedad,  y  como  consecuencia  el  contra¬ 
to  celebrado  entre  Lara  y  Soto. 
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Resultando:  que  en  la  cláusula  6“ 
del  testamento  de  don  Jesús  Soto, 
otorgado  el  9  de  abril  de  1895,  ante  el 
notario  don  Luis  F.  Corea,  se  hizo  con¬ 
signar  lo  que  sigue,  “  que  por  ^escritu¬ 
ra  pública  celebró  una  sociedad  agrí¬ 
cola  con  don  Vicente  Lara,  para  que 
éste  manejara  en  las  condiciones  que  se 
es})ecifican  en  dicha  escritura,  su  fin¬ 
ca  de  café  “Villa Real”  3’a  mencionada: 
que  su  voluntad  es  se  cumpla  con  lo 
estipulado  en  el  contrato  de  sociedad 
etc. 

Resultando:  que  el  licenciado  don 
José  Lara,  en  ejercicio  del  poder  espe¬ 
cial  que  le  confirió  la  señora  viuda  de 
Soto,  interpuso  recurso  de  casación  de 
la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala 
de  Apelaciones,  manifestando  que 
este  Tribunal  infringió  el  artículo  9? 
del  Código  Civil,  el  1425  del  mismo 
Código,  los  artículos  673  del  Código 
de  Procedimientos,  14  y  265  de  decre¬ 
to  n?  273. 

Considerando:  que  el  contrato  de  so¬ 
ciedad  celebrado  por  los  señores  Soto 
y  Lara,  sobre  explotación  y  mejora  de 
la  finca  “Villa  Real”,  en  escritura  de 
16  de  julio  de  1894,  reúne  todos  los 
requisitos  prescritos  en  el  título  1?,  li¬ 
bro  3°  del  Código  Civil,  sin  que  obs¬ 
te  á  su  validez  el  no  expresarse  en 
el  instrumento  público  haberse  tenido 
á  la  vista  los  títulos  de  propiedad  de 
dicha  finca,  ni  la  certificación  de  sol¬ 
vencia  sobre  pago  del  seis  por  millar, 
ya  que  las  disposiciones  de  los  artícu¬ 
los  2081  y  2065  del  Código  Civil,  40 
del  decreto  número  273  y  390,  decreto 
número  425,  no  se  refieren  al  caso  de 
que  se  trata,  dados  los  términos  de  la 


I  el  supuesto  de  que  estuviera  compren¬ 
dida  en  alguna  de  estas  disposiciones, 

‘  su  omisión  en  manera  alguna  inva- 
I  lidaría  al  contrato,  dando  lugar  única¬ 
mente  á  penar  con  multa  al  notario 
I  ante  (juien  pasó  el  acto;  que  á  mayor 
I  abundamiento,  el  Lie.  Soto  en  su  tes- 
;  tamento  ratificó  dicho  contrato  al  dis- 
:  poner  que  quería  se  cumpliese  con  su 
j  socio  Lara  lo  estipulado  en  la  escritu- 
I  ra  respectiva. 

j  Considerando:  que  por  lo  expuesto 
I  es  indudable  que  la  Sala  sentenciado- 
:  ra  al  no  resolver  directamente  el  caso 

t 

sub-judice,  como  debió  hacerlo,  según 
se  previene  en  el  artículo  184  del  de¬ 
creto  número  273,  también  infringió  el 
artículo  1,425  del  Código  Civil,  al  no 
reconocer  que  los  contratos  producen 
derechos  y  obligaciones  recíprocas  en- 
i  tre  los  contratantes;  y  tienen  fuerza  de 
1  le}'  respecto  de  ellos, 
j  Considerando:  que  la  Sala  senten¬ 
ciadora  al  declararse  incompetente  pa- 
i  ra  conocer  en  este  asunto,  se  fundó 
I  precisamente  en  la  cláusula  13?  de  la 
i  escritura  cuya  validez  se  cuestiona; 

!  cláusula  que  dispone  dirimirse  por  ár¬ 
bitros  las  cuestiones  subsiguientes  al 
contrato;  pero  que  no  puede  aplicarse 
en  manera  alguna  á  la  validez  del 
mismo,  puesto  que  al  hacerlo  así  ven¬ 
dría  á  ponerse  en  vigor  una  de  las 
cláusulas  de  la  escritura  que  se  im 
pugna; 

Por  tanto:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
j  ticia,  con  presencia  de  los  artículos 
I  1868,  1873  y  1889  del  Código  de  Pro¬ 
cedimientos  Civiles,  declara  haber  lu¬ 
gar  al  recurso  interpuesto,  casa  y  anula 
la  ejecutoria  de  que  se  hizo  referencia; 
y  resolviendo  en  lo  principal,  absuelve 
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á  don  Vicente  Lara  de  la  demanda  que 
sobre  nulidad  de  la  escritura  de  socie¬ 
dad  celebrada  entre  este  señor  y  el  fi-  J 
nado  don  Jesús  Soto  le  puso  doña  Pan-  | 
taleona  C.  de  Soto,  manda  devolver  á  j 
quien  corresponde  el  depósito  consti¬ 
tuido  y  sin  especial  condenación  en 
costas. 

Notifíquese  y  devuélvanse  los  autos 
al  Tribunal  de  que  proceden. 

Antonio  Batrks. — Miguel  Flores. 
— M.  A.  Herrera. — Manuel  J.  Foron¬ 
da. — Francisco  Alarcón,  r  | 

Felipe  Martínez, 

Secretario. 


Alegato  del  Licenciado  don  José  Lara. 

Tribunal  de  Casación :  j 

La  Sala  4?  de  la  Corte  de  Apelacio¬ 
nes  se  ha  declarado  incompetente  pa¬ 
ra  conocer  de  la  demanda  de  nulidad 
de  una  escritura  social,  celebrada  en¬ 
tre  don  Vicente  M.  Lara  y  el  Licencia¬ 
do  don  Jesús  Soto  con  fecha  16  de  j 
Julio  de  1894,  ante  el  notario  don  j 
Juan  B.  Al  varado.  ¡ 

Se  funda  la  Sala  para  hacer  la  decía-  | 
ratoria  de  incompetencia,  en  que  se-  j 
gún  la  cláusula  13f  de  la  escritura  so¬ 
cial,  se  estipuló  por  los  contratantes  | 
“que  las  dificultades  que  ocurrieran  j 
entre  los  socios  se  resolverían  por 
medio  de  árbitros”,  debiendo  éstos,  se  i 
gún  el  parecer  de  la  Sala,  conocer  de  ¡ 
la  demanda  de  nulidad  de  la  escritura 
de  16  de  Julio  de  94. 

Extraña  es  sobremanera,  tal  resolu-  ! 
ción,  porque  ante  el  derecho  y  la  jus¬ 
ticia  es  inconcebible  que  sin  determi¬ 
nar  antes  de  un  título,  entren  á  cono-  1 


cer  los  árbitros  cuyo  nombramiento  y 
jurisdicción  constan  en  un  instrumen¬ 
to  que  se  redarguye  de  nulo. 

Por  eso  no  he  vacilado  en  interpo¬ 
ner  el  recurso  de  Casación,  seguro  de 
que  el  digno  Tribunal  á  quien  tengo 
la  honra  de  dirigirme,  volverá  por 
los  fueros  del  derecho,  enderezando 
aquella  absurda  sentencia. 

Los  juicios  de  árbitros  suponen 
siempre  el  sometimiento  expreso  de 
las  partes  á  su  decisión,  manifestado 
en  instrumento  público,  que  es  en 
donde  consta  su  voluntad;  pero  para 
que  tal  nombramiento  sea  válido,  se 
requiere  que  también  lo  sea  la  escritu¬ 
ra  en  que  se  ha  hecho.  Y  la  razón  es 
muy  clara. 

La  validez  ó  nulidad  de  una  escri¬ 
tura,  no  depende  de  la  voluntad  de 
las  partes  que  la  otorgan;  depende  de 
haberse  llenado  los  requisitos  que  las 
leyes  determinan  para  que  surta  sus 
efectos;  y  ¿podrá  un  Tribunal  de  árbi¬ 
tros,  compuesto  las  más  de  las  veces 
de  personas  ajenas  á  la  ciencia  del  De¬ 
recho  y  á  lo  que  prescriben  las  leyes, 
determinar  cuándo  una  escritura  es 
válida  y  cuando  no  lo  es? 

Hay  que  tener  presente  también  que 
la  validez  ó  nulidad  de  un  instrumen¬ 
to  público,  no  es  un  asunto  que  atañe 
sólo  al  interés  individual.  Punto  es 
éste  en  que  está  interesada  la  cosa  pú¬ 
blica,  por  cuanto  de  él  depende  la 
mayor  ó  menor  garantía  que  tienen 
las  partes  al  celebrar  sus  contratos;  de 
aquí,  pues,  que  el  artículo  2?  del  De¬ 
creto  número  272  estableciera  que 
“pueden  renunciarse  los  derechos  con¬ 
feridos  por  las  leyes,  con  tal  que  sólo 
miren  al  interés  individual  del  renun- 
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ciante  y  que  no  esté  prohibida  su  re¬ 
nuncia;  pero  no  podrán  derogarse  por 
convenios  particulares  las  otras  leyes 
en  que  es  interesado  el  orden  público;” 
y  la  Sala  4?  al  declararse  incompeten¬ 
te  para  conocer  respecto  de  la  nulidad 
de  una  escritura,  violó  el  artículo  ci¬ 
tado,  porque  en  ningún  caso  pueden 
derogarse  por  convenios  particulares 
las  leyes  en  que  está  interesado  el  orden 
público,  como  sucede  en  el  presente 
caso. 

La  Sala  4f,  para  apoyar  su  resolu¬ 
ción,  cita  los  artículos  1,425,  l,426.y 
1,429  del  Código  Civil;  disposiciones 
que  establecen  los  derechos  y  obliga¬ 
ciones  recíprocas  entre  los  contratan¬ 
tes,  provenientes  de  los  efectos  que 
producen  los  contratos.  La  ley  da  des¬ 
de  luego  fuerza  de  ley  á  los  convenios 
celebrados  entre  los  particulares,  cuan¬ 
do -se  han  llenado  los  requisitos  que 
demanda  su  naturaleza,  esto  es,  cuan¬ 
do  son  válidos.  Mas  desde  el  momen¬ 
to  en  que  se  objeta  su  validez,  es  claro 
que  ya  no  pueden  surtir  efecto  alguno, 
hasta  que  un  Tribunal  decida  respec¬ 
to  de  ese  punto. 

y  ¿será  competente  un  Tribunal  de 
árbitros,  cualquiera  que  sea,  j)ara  ha¬ 
cer  una  declaratoria  de  esa  especie? 

Ya  hemos  visto  que  sólo  los  Tribu- 
bunales  ordinarios  pueden  conocer  de 
estos  negocios,  por  estar  interesada  la 
cosa  pública  y  no  sólo  los  intereses 
particulares. 

De  lo  dicho  se  desprende,  que  no 
siendo  procedente  la  declaratoria  de 
incompetencia  hecha  por  la  Sala  de 
Apelaciones,  cerrespende  devolverlos 
autos  al  propio  Tribunal,  previniéndo¬ 
le  que  dicte  en  lo  principal,  la  resolu¬ 
ción  que  proceda  en  justicia. 


No  prestándose  á  dudas  el  punto 
controvertido  y  habiendo  resoluciones 
análogas  al  caso  que  se  examina, 

Al  Tribunal  pido  respetuosamente 
se  digne  proveer  de  conformidad  con 
lo  pedido. 

Guatemala,  24  de  marzo  de  1896. 

Tribunal  de  Casación: 

.T.  Laea. 


Alegato  de  don  Vicente  Lara  M. 
Corte  Suprema  de  Justicia: 

Sesenta  y  tres  días  después  de  que 
doña  Pantaleona  Caballeros  de  Soto 
me  demandara  con  el  fin  de  que  se  de¬ 
clarase  disuelta  la  socidad  que  celebré 
con  su  esposo.  Licenciado  don  Jesús 
Soto,  y  que  el  saldo  que  debía  cubrir¬ 
me  era  de  $1 ,667-70,  me  entabló  una 
segunda  demanda  contraída  á  anular 
la  escritura  [)úhlica  y  el  contrato  so¬ 
cial  que  servían  de  apoyo  á  la  primera. 
(Fojas  1  de  la  pieza  de  U  Instancia  y 
20  á  25  Je  la  de  2?) 

El  juicio  de  nulidad  fué  fallado  por 
el  Juez  de  Quezaltenango,  en  16  de 
octubre  último,  como  punto  de  derecho 
y  de  entero  acuerdo  con  lo  que  deseaba 
la  actora. 

Interpuesto  por  mí  el  recurso  de 
apelación,  la  Sala,  previos  los  trámites 
de  estilo,  falló  en  17  de  enero,  decla¬ 
rando  que  los  tribunales  de  justicia 
carecían  de  competencia  para  resolver 
el  pleito,  porque  en  la  cláusula  13f  del 
contrato  convinieron  los  socios  en  que 
en  ningún  caso  acudirían  á  los  tribu¬ 
nales  para  el  arreglo  de  sus  diferen¬ 
cias  ó  dificultades  por  causa  del  con- 
trato^  ó  falta  de  cumplimiento  de  las 
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obligaciones,  sino  que  todo  sería  some-  mente  aplicadas,  aunque*  tal  vez  con 
tido  al  parecer  de  árbitros.  poca  claridad,  paso  á  ocuparme  de  los 

De  lo  resuelto  por  la  Sala  4%  Ínter-  puntos  que  dicho  recurso  abraza, 
nuso  recurso  extraordinario  de  casa-  ^ 

r  ^ 

ción  la  señora  Caballeros  de  Soto,  y 

siendo  hoy  el  día  señalado  para  la  vis-  Cupo  al  Lie.  don  Jesús  Soto  caer  en 
ta,  vengo  á  exponer  lo  que  á  mis  de-  i  la  desgracia  de  verse  envuelto  en  una 


acción  criminal  que  le  privó  del  ejer¬ 
cicio  del  Notariado  y  le  puso  en  condi¬ 
ciones  difíciles  para  el  de  la  Abogacía, 
que  eran  las  fuentes  principales  que 


rechos  corresponde. 


A  primera  vista  parece  que  la  Sala 


no  hubiera  resuelto  el  punto  contro-  le  proporcionaban  en  Quezaltenango 
vertido  al  declarar  su  incompetencia;  i  los  recursos  indispensables^  para  su 
pero  el  error  desaparece  desde  el  mo-  !  sostenimiento  y  el  de  su  familia, 
mentó  en  que  se  fija  la  atención  en  En  semejante  condición,  agravada 
que,  para  que  la  Sala  haya  podido  apo-  por  deudas  que  existían  á  favor  de  ter- 
yarse  en  la  cláusula  del  contrato,  |  ceros,  el  espíritu  del  Lie.  Soto ^ se  aba- 
apreciándola  como  ley  obligatoria  á  los  tió  y  sus  pocos  negocios  vinieron  á 
contratantes,  fue  preciso,  indispensa-  |  menos,  como  era  natural.  Fue  enton- 
ble,  que  por  el  mismo  hecho  aceptase  ces  que,  siendo  yo  casi  el  único  amigo 
,  la  validez  de  la  escritura  y  del  conve-  |  con  quien  contaba  don  Jesús  en  la  ad¬ 
ido  atacados  por  la  seiiora  Caballeros,  j  versidad,  me  invitó  con  gran  empeño 
Al  criterio  recto  y  sereno  de  la  Sala  |  para  que  nos  asociáramos  a  fin  de  que 
no  se  ocultó  ni  podía  ocultarse  que  su  ¡  yo  manejase  en  nombre  propio  su  fin- 
incompetencia,  en  tanto  subsistiría  en  ca  “Villa  Real,”  partiéndonos  las  uti- 
cuanto  la  escritura  y  el  contrata  fue-  ;  lidades  cuando  se  hubiesen  satisfecho 
sen  válidos;  y  si  ante  esa  circunstancia  i  las  deudas  que  tenía  contraídas, 
el  Tribunal’juzgó  que  el  Lie.  Soto  y  yo  .  Yo  acepté  la  propuesta  en  obsequio 
no  podíamos  separarnos  de  lo  pactado,  de  mi  amigo,  á  pesar  de  que  entraña- 
es  evidente  que  lo  resuelto  es  contrario  ba  el  abandono  de  otro  negocio  mío  y 
al  contenido  de  la  demanda.  !  el  descuido  de  mi  familia,  y,  en  conse- 

Pienso  que  así  lo  entendió  la  señora  |  cuencia,  firmamos  la  escritura  de  16 
Caballeros  de  Soto,  ya  que,  al  interpo-  i  julio  de  94,  que  contiene  el  contrato, 
ner  el  recurso  extraordinario,  insiste  cuya  efectiva  celebración  no  pone  en 
en  citar  leyes  que  cree  le  servirán  para  duda  la  misma  señora  Caballeros, 
obtener  el  logro  de  sus  deseos  sobre  En  medio  de  la  mala  redacción  de 
anular  la  escritura  y  el  contrato  que  la  escritura  encargada  al  notario  Al¬ 
en  su  demanda  de  15  de  mayo  de  95  varado,  se  ven  con  claridad  determina- 
respetaba  y  quería  cumplir  interpre-  dos  los  puntos  siguientes:  que  la  socie- 
tándolo  á  su  modo;  y  como  en  ese  re-  dad  era  de  “Cuentas  en  participación 
curso  achaca  á  la  Sala  el  haber  viola-  (folio  17);  que  Soto  ponía  á  mi  orden 
do  leyes  que  en  realidad  fueron  reeta-  su  finca  AVilla  Real”  para  que  en  ella 
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hiciese  los  trabajos  que  creyese  opor¬ 
tunos,  administrándola  á  mi  libre  vo¬ 
luntad,  sin  que  don  Jesús  pudiese  opo¬ 
nerse  á  mis  actos  (cláusulas  U,  lOf  y 
17?) ;  que  yo  celebraría  en  mi  nombre 
so/o  los  contratos  de  compra-venta  de 
frutos  y  demás  que  fueran  conducen¬ 
tes  (cláusula  9“  y  12“);  que  yo  pagaría 
las  deudas  que  pesaban  sobre  la  finca 
y  sobre  la  casa  de  Soto,  con  lo  que  la 
primera  produjese  (cláusula  11?) y  que 
las  obligaciones  á  pagar  las  firmaría-  i 

mos  Soto  y  yo  mancomunadamente 
(cláusula  2?). 

De  los  puntos  que  quedan  expresa¬ 
dos  se  comprende  perfectamente  que 
la  finca  “Villa  Real”  no  dejó  de  ser  del 
Lie.  Soto,  y  que  al  asociarnos  se  lleva¬ 
ban  en  mira  fines  que  pueden  conside¬ 
rarse  como  puramente  personales. 

No  hallando  en  el  Código  Civil  una 
denominación  propia  para  distinguir 
las  particulares  condiciones  en  que  , 
nos  uníamos,  empleamos  la  frase  : 
“Cuentas  en  participación,”  que  existe 
en  el  Código  de  Comercio,  viendo  que 
nuestro  pacto  contiene  casi  todos  los 
requisitos  que  fijan  los  artículos  371  á 
375  de  este  cuerpo  legal. 

Y  como  para  aclarar  más  que  el  con¬ 
trato  no  alteraba  ni  gravaba  el  domi¬ 
nio  directo  y  útil  que  en  la  finca  tenía 
el  señor  Soto,  éste  consignó  en  la  cláu¬ 
sula  5?  de  su  testamento,  que  entre 
sus  bienes  propios  figuraba  el  inmue¬ 
ble  “Villa  Real,”  y  en  la  cláusula  6? 
dijo  que  para  que  yo  manejase  dicha 
finca,  se  había  constituido  en  sociedad 
conmigo,  y  que  era  su  voluntad  que 
sus  herederos  cumpliesen  lo  pactado. 
(Folio  26,  pieza  de  2?  Instancia.) 

Se  ve,  pues,  que  en  el  contrato  consig¬ 
nado  en  la  escritura  de  16  de  julio  de 


94,  no  se  transmitió  inmueble,  ni  dere¬ 
cho  real  alguno,  ni  se  aseguraron  cré¬ 
ditos,  ni  se  dividieron  raíces,  ni  se  ex¬ 
tinguió  ni  adquirió  responsabilidad 
sobre  ellos,  por  lo  cual  fue  innecesario 
que  el  escribano  viese  los  títulos  de  la 
finca  “Villa  Real”  y  que  insertase  cer¬ 
tificación  del  pago  del  6  por  millar, 
que  son  los  defectos  qne  la  señora  Ca¬ 
balleros  encuentra  á  la  escritura  y  por 
los  que  pide  su  nulidad. 


* 


Examinemos  si  por  esos  vicios  pue¬ 
de  ser  nula  la  escritura  y,  lo  que  es 
más,  nulo  el  contrato  celebrado. 

La  señora  demandante,  par  afundar 
en  algo  su  acción,  aparenta  entender 
que  al  decirse  en  la  escritura  que  la 
finca  “Villa  Real”  y  la  casa  del  Lie. 
Soto  garantizan  mis  derechos,  respon¬ 
diéndome  de  su  valor,  se  constituyó  al¬ 
go  así  como  una  hipoteca  ó  una  anti- 
cresis. 

Sin  fijarnos  en  que  para  la  existen¬ 
cia  de  la  hipoteca,  de  la  anticresias  ó 
de  otro  gravamen  sobre  ii]  muebles,  ha¬ 
bría  sido  preciso  que  se  constituyera 
de  un  modo  especial  y  expreso,  lo  que 
no  sucede  en  el  presente  caso,  y  supo¬ 
niendo  que  en  el  contrato  de  16  de 
julio  se  hubiese  establecido  una  de 
esas  responsabilidades  sobre  la  finca 
“Villa  Real,”  la  escritura  no  sería  unía 
por  las  causas  que  apunta  la  actora. 

“Los  instrumentos  públicos  son  nu¬ 
los,  ó  porque  en  ellos  no  se  han  obser¬ 
vado  las  formalidades  prescritas  en  es¬ 
te  Có<ligo,  ó  porque  contienen  un  acto 
contrario  á  terminantes  disposiciones 
del  Código  Civil,”  dice  el  artículo  673, 
Código  de  Procedimientos  Civiles. 


\ 
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Entre  las  formalidades  prescritas  por 
el  Código  de  Procedimientos  Civiles, 
en  sus  artículos  162  á  170,  no  se  baila 
comprendida  la  de  que,  tratándose  de 
bienes  raíces,  deba  el  notario  ver  el  tí¬ 
tulo  de  propiedad,  y  menos  la  de  que, 
en  semejante  caso,  deba  recabar  certi¬ 
ficación  del  impuesto  del  seis  por  mi¬ 
llar.  Si  no  está  comprendida  ¿podrá 
su  falta  ser  causa  de  nulidad  de  la  es¬ 
critura?  Es  muy  claro  que  no!  Es, 
entonces,  evidente  que  la  Sala  4?,  al 
no  conceptuar  nula  la  escritura  por  las 
razones  que  alega  la  señora  Caballe¬ 
ros,  no  quebrantó  ó  violó  el  artículo 
673  citado,  que  se  invoca  al  fundar  el 
recurso  interpuesto,  aun  en  la  falsa  hi¬ 
pótesis  de  que  se  tratara  de  bienes  raí¬ 
ces. 

Pero  doña  Pantaleona  no  se  limita 
á  querer  la  nulidad  de  la  escritura: 
ella  quiere,  también,  que  se  anule  el 
contrato  porque  lo  estima  contrario  á 
una  prohibición  legal.  Y  como  al  opi¬ 
nar  así,  recurre  nuevamente  al  artícu¬ 
lo  673  del  Código  de  Procedimientos 
Civiles,  que,  también,  declara  nula  la 
escritura  que  contiene  un  acto  contra¬ 
rio  á  terminantes  disposiciones  del  Có¬ 
digo  Civil,  tócame  hablar  sobre  esto, 
refiriéndome  indistintamente  á  la  nu¬ 
lidad  de  la  escritura  pública  y  á  la  nu¬ 
lidad  del  contrato. 

No  hay  ley  que  prohíba  celebrar  un 
convenio  como  el  que  hice  con  el  Lie. 
Soto  en  16  de  julio.  Bajo  este  concep¬ 
to,  inútil  es  detenerse  á  demostrar  que 
el  contrato  y  la  escritura  no  pueden 
ser  nulos  por  algo  que  se  refiera  á  los 
contratantes  ó  al  objeto  del  contrato,  é 
innecesario  es  decir  que  á  tal  respecto 
nada  arguye  la  parte  contraria. 


Las  prohibiciones  que  la  señora  Ca¬ 
balleros  ha  hallado  en  pro  de  su  de¬ 
manda,  son  dos:  1?  que  el  notario  (no 
los  contratantes)  en  el  acto  de  testifi¬ 
car  una  escritura  en  qu  ese  transmitan, 
hipotequen  ó  graven  bienes  raíces,  ó 
se  constituyan  derechos  ó  acciones  so¬ 
bre  ellos,  deben  ver  los  títulos  de  pro¬ 
piedad,  suspendiendo  el  acto  en  caso 
contrario,  según  el  artículo  2081  del 
Código  Civil;  y  2t  que  según  el  ar¬ 
tículo  168  de  la  Ley  de  Contribuciones, 
vigente  desde  el  1?  de  junio  de  94,  que 
reproduce  el  precepto  del  artículo  390, 
decreto  425,  los  notarios  no  pueden 
autorizar  contrato  alguno  referente  á 
bienes  raíces  sin  tener  á  la  vista  é  in¬ 
sertar  en  la  escritura  certificación  de 
solvencia  con  el  impuesto  fiscal  del 
6  por  millar. 

En  cuanto  á  lo  primero,  no  consta 
que  el  escribano  Soto  haya  visto  ó  no 
el  título  de  la  finca  cuya  existencia  na¬ 
die  pone  en  duda,  y  su  silencio,  aun¬ 
que  se  interprete  en  sentido  adverso, 
no  implica  el  quebrantamiento  de  una 
prohibición  legal  y  nunca  la  ejecución 
de  un  acto  contrario  al  Código  Civil. 
Sería  á  lo  más  la  omisión  de  un  requi¬ 
sito  conducente  á  asegurar  el  derecho 
con  que  se  dispone  del  bien  raíz;  pero 
sabido  es  que,  legal  y  gramaticalmente 
hablando,  la  omisión  no  es  acto,  para 
que  pudiera  conceptuarse  comprendi¬ 
da  en  el  artículo  673  del  Código  de 
Procedimientos  Civiles. 

Por  lo  que  toca  á  lo  segundo,  es  de¬ 
cir,  á  la  falta  de  constancia  de  pago  del 
6  por  millar,  el  artículo  165  de  la  Ley 
de  Contribuciones  pena  al  notario  con 
cincuenta  pesos  de  multa,  pero  no  de¬ 
clara  la  nulidad  del  acto.  Ese  tal  re- 
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quisito  es  fruto  de  lo  que  interesa  al 
Erario,  y,  como  ley  fiscal,  no  forma 
parte  de  la  legislación  civil,  única  que 
debe  tomarse  en  cuenta  para  juzgar  de 
la  validez  ó  nulidad  de  un  instrumento 
público,  según  el  artículo  673,  tantas 
veces  citado. 

Mas  aunque  fuese  lo  contrario,  aun¬ 
que  el  hecho  de  no  ver  el  notario  los 
títulos  y  el  comprobante  de  solvencia 
con  el  6  por  millar,  fuese  motivo  para 
anular  la  escritura  pública,  no  por  eso 
podría  anularse  el  contrato  celebrado. 

La  sociedad  puede  celebrarse  por 
escrito  privado,  auténtico  ó  público, 
aunque  su  valor  pase  de  $500,  según 
los  artículos  1403  reformado}'  1779  del 
Código  Civil.  De  consiguiente,  la  es¬ 
critura  pública  de  16  de  julio  no  era 
indispensable:  el  Lie.  Soto  y  yo  pudi¬ 
mos  asociarnos  haciendo  sólo  un  do¬ 
cumento  privado;  y  si  por  aquellas  su¬ 
puestas  omisiones  del  notario,  la  au¬ 
torización  del  contrato  fuera  nula,  no 
lo  sería  el  contrato  mismo,  que  podía 
subsistir  sin  semejante  autorización. 

La  señora  Caballeros  objetará  que 
la  hipoteca  ó  gravamen  que  ella  supone 
se  creó  á  mi  favor,  exigía  para  su  va¬ 
lidez  una  escritura  pública.  Yo  res¬ 
pondo  que  ni  he  pretendido,  ni  preten¬ 
do  que  exista  esa  hipoteca  ó  gravamen, 
que  nunca  se  constituyó;  pero  si  lo 
pretendiera,  diría  que  tratándose  de 
acciones  entre  el  señor  Soto  y  yo,  sin 
referencia  á  tercera  persona,  no  era 
necesaria  la  escritura  pública,  que  re¬ 
clama  el  artículo  1402,  reformado,  del 
Código  Civil  para  la  traslación  de  un 
inmueble,  bastando  para  que  el  señor 
Soto  me  respondiese  con  sus  bienes,  se¬ 
gún  lo  pactado,  el  que  judicialmente 


se  diese  autenticidad  al  documento 
simple.  Pero  quiero  admitir  que  en 
este  punto  mi  opinión  sea  exagerada  y 
no  quede  dentro  de  los  límites  del  ar¬ 
tículo  2066  del  Código  Civil.  ¿Acaso 
la  supuesta  hipoteca  |ó  gravamen  no 
es  un  accesorio  del  contrato?  ¿Y  la 
nulidad  de  lo  accesorio  podrá  traer  la 
nulidad  de  lo  principal?  De  ninguna 
manera. 

Ni  el  Lie.  Soto,  ni  doña  Pantaleona, 
ni  el  apasionado  Juez,  ni  la  Sala,  ni 
yo,  hemos  desconocido  por  un  solo  ins¬ 
tante  la  real  y  positiva  existencia  del 
contrato  contenido  en  la  escritura  de 
16  de  julio.  Por  el  contrario,  el  Lie. 
Soto,  en  la  cláusula  6?  de  su  testamen¬ 
to,  hecho  en  9  de  abril  de  9o,  pocas  ho¬ 
ras  antes  de  morir,  ordena  á  sus  here¬ 
deros  cumplan  religiosamente  lo  pac¬ 
tado;  y  ante  ese  mandato,  que  es  una 
ley  constantemente  sancionada,  á  con¬ 
tar  desde  las  Doce  Tablas  hasta  los  ar¬ 
tículos  898,  902,  903  y  otros  de  nues¬ 
tro  Código  Civil,  es  inconcuso  que  la 
señora  Caballeros  no  ha  podido  ni  pue¬ 
de  pretender  que  se  anule  el  contrato 
tantas  veces  mencionado. 

El  artículo  2365  del  Código  Civil 
expresa  los  casos  de  nulidad  de  los  con¬ 
tratos.  Entre  ellos  no  se  encuentra  al¬ 
guno  que  se  refiera  á  actos  del  notario 
ó  á  omisiones  del  mismo  al  dar  auten¬ 
ticidad  al  documento  respectivo.  Me¬ 
nos  se  encuentra  algo  que  apoye  el  pa¬ 
recer  de  la  actora  respecto  á  que  el  no 
ver  los  títulos  de  propiedad  y  el  no  re¬ 
cabar  la  constancia  del  pago  del  6  por 
millar,  pueda  servir  de  fundamento 
para  anular  el  contrato. 

Se  ha  visto  que  no  hay  ley  que  pro¬ 
híba  la  celebración  del  contrato  de  16 
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de  julio,  y  no  habiéndola  ¿cómo  pue¬ 
de  achacarse  á  la  Sala  la  violación  del 
artículo  9'.’  del  Código  Civil?  Sólo  pue¬ 
de  obrarse  en  ese  sentido  procediendo 
con  verdadera  temeridad. 

En  el  contrato  social  que  hice  con 
el  señor  Soto,  no  figuran  intereses  de 
menores,  ni  fiscales,  ni  criminales,  ni 
de  validez  ó  nulidad  del  matrimonio, 
para  que  pudiera  conceptuarse  prohi¬ 
bida  por  el  artículo  14  del  decreto  273 
la  cláusula  13?,  en  que  la  Sala  funda  su 
declaratoria  de  incompetencia.  Y  si 
esto  es  una  verdad  que  no  necesita  de¬ 
mostrarse,  lo  es  también  que  los  asun¬ 
tos  que  por  esa  cláusula  se  reservan  al 
juiciode  árbitros, no  quitan  ájos  Jueces 
amigables  componedores  ó  de  derecho, 
la  facultad  que  les  da  el  artículo  265 
de  aquel  decreto.  Bajo  tales  comcep- 
tos  es  un  capricho  de  la  señora  Caba¬ 
lleros  afirmar  que  esa  cláusula  sea 
prohibición  legal  violada  en  el  contra¬ 
to,  ó  que  la  Sala  4?  violó  aquellos  artí¬ 
culos  al  reconocer  su  incompetencia,  y, 
como  consecuencia  precisa é  ineludible, 
la  validez  del  contrato  y  de  la  escritu¬ 
ra  de  16  de  julio. 

Ciñéndose  al  tenor  de  esas  leyes  y 
al  del  artículo  1425  del  Código  Civil,  la 
Sala  no  ha  hecho  sino  considerar  que 
el  contrato  es  obligatorio  para  los  que 
lo  celebramos  y  que  constituye  un  pre¬ 
cepto  inquebrantable,  contra  el  que 
nada  significan  las  argucias  de  la  se¬ 
ñora  Soto,  empleadas  dos  meses  des¬ 
pués  de  que  ella  misma  reconoció  la 
existencia  de  lo  pactado  y  en  contra 
de  lo  que  el  Lie.  Soto  le  ordenó  en  su 
testamento,  en  palabras  inequívocas  y 
terminantes. 

^  * 


Quiero  resumir  lo  expuesto: 

1?  El  contrato  que  hice  con  el  Lie. 
Soto  no  alteró  ni  modificó  el  dominio 
que  éste  teníaen  su  finca  “Villa  Real,” 
ni  gravó  dicho  inmueble  en  mi  favor. 
Fué  un  contrato  sobre  intervención 
personal  mía  en  los  negocios  de  Soto, 
que  llamamos  sociedad  de  “Cuentas 
en  participación,”  dada  su  particular 
naturaleza.  Por  consiguiente,  no  hu¬ 
bo  necesidad  de  que  el  notario  viese 
los  títulos  del  inmueble,  ni  de  que  se 
recabase  certificación  de  solvencia  con 
el  6  por  millar,  ni  procedía  inscribir 
la  escritura  en  el  Registro  de  la  Pro¬ 
piedad. 

2?  Suponiendo,  sin  embargo,  que  el 
contrato  fuese  sobre  bienes  reales,  que 
el  notario  no  hubiera  visto  el  título 
de  la  finca  y  que  procediera  obtener 
certificado  de  solvencia  con  el  Fisco, 
tales  omisiones  no  serían  falta  de  for¬ 
malidad  alguna  de  las  prescritas  en  el 
Código  de  Procedimientos  Civiles,  ni 
acto  contrario  á  terminantes  preceptos 
del  Código  Civil,  para  que  pudiese 
apoyarse  la  nulidad  de  la  escritura  en 
el  texto  del  artículo  673  de  aquel  Có¬ 
digo. 

3?  Aun  admitida  la  nulidad  de  la 
escritura,  no  sería  nulo  el  contrato, 
cuyas  condiciones  reconocemos  ambas 
partes  y  ratificó  el  Lie.  Soto  en  su  tes¬ 
tamento,  porque  la  sociedad  puede  ce¬ 
lebrarse  en  documento  privado,  aun¬ 
que  pase  de  $500. 

4?  No  existe  ley  civil  que  prohíba 
contratar  sobre  inmuebles  sin  tener  á 
la  vista  el  título  de  propiedad  y  certi¬ 
ficación  de  solvencia  con  el  6  por  mi¬ 
llar:  el  artículo  2081  C.  C.  es  al  nota- 
tario  que  autoriza  el  contrato  á  quien 
ordena  vea  los  títulos,  y  el  artículo 
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168  de  la  Ley  de  Contribuciones,  es  al 
notario,  no  á  los  contratantes,  á  quien 
prohibe  autorizar  pacto  sobre  inmue¬ 
bles  sin  obtener  aquella  certificación,  j 
penando  su  falta  con  ^50  de  multa.  Y 
si  no  existe  esa  prohibición  para  los  i 
contratantes,  es  evidente  que  los  expre¬ 
sados  vacíos  no  justifican  la  nulidad 

del  contrato,  aunque  exista  el  artículo 
9  del  C.  O. 

59  Suponiendo  que  la  hipoteca  no  ' 
sea  válida  con  referencia  á  tercero  ó  á 
los  mismos  contratantes,  sin  que  cons-  j 
te  en  escritura  pública;  suponiéndo¬ 
la  constituida  á  mi  favor  en  la  escritu-  , 
ra  de  16  de  julio;  suponiendoque aque¬ 
llos  vacíos  fuesen  una  realidad;  todo  i 
esto  probaría  talvez  la  ineficacia  de  la 
garantía  en  mi  favor,  pero  no  la  inefi¬ 
cacia  del  contrato  principal. 

No  queriendo  molestar  más  la  aten¬ 
ción  de  los  señores  Magistrados,  con¬ 
cluyo  suplicando  á  la  Honorable  Cor¬ 
te  Suprema  de  Justicia  desestime  el 
recurso  interpuesto  por  la  señora  Ca- 
l)alleros  contra  el  expreso  mandato  del 
Lie.  Soto,  hecho  en  la  cláusula  6?  del 
testamento  que  otorgó  en  9  de  abril  de 
95;  y  que  si  contemplare  que  el  fallo 
de  la  Sala  no  es  bastante  explícito  so¬ 
bre  el  contenido  de  la  demanda,  lo  re¬ 
forme  en  el  sentido  de  que,  siendo  vá¬ 
lida  la  escritura  de  16  de  julio  y  váli¬ 
do  el  contrato  en  ella  consignado,  la 
acción  de  la  señora  demandante  es  te¬ 
meraria  y  no  ha  podido  entablarse  á 
virtud  de  lo  que  el  señor  Soto  le  orde¬ 
nó  en  su  citado  testamento. 

Protesto  las  costas,  daños  y  perjui¬ 
cios. 

Guatemala,  24  de  marzo  de  1896. 

Lie.  Manuel  Rivera  M. 

Vicente  Lara  M. 


CIVIL. 

Para  adquirir  por  prescripción  se  necesita  que  la  po¬ 
sesión  reúna  las  condiciones  que  la  ley  determina. 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guate¬ 
mala,  raa3'o  nueve  de  mil  ochocientos 
noventa  y  seis. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de 
casación  y  con  los  antecedentes  de  que 
tuvo  origen,  la  sentencia  fecha  14  de 
diciembre  último,  en  que  la  Sala  U  de 
la  Corte  de  Apelaciones  confirma,  sin 
especial  condenación  en  costas,  laque 
en  8  ríle  octubre  también  último  profi¬ 
rió  el  Juzgado  19  de  If  Instancia  de  es¬ 
te  departamento,  absolviendo  á  la  Te¬ 
sorería  de  las  Facultades  de  las  dos  de¬ 
mandas  entabladas  por  los  señores  Ro¬ 
meros  y  sus  representantes;  siendo  á 
cargo  de  los  actores  las  costas  del  jui¬ 
cio. 

Resultando:  que  el  Lie.  don  Juan 
Romero,  por  sí,  y  á  nombre  de  su  her¬ 
mana  doña  Hercilia  promovió  juicio 
ordinario  para  que,  con  audiencia  del 
Agente  Fiscal  se  declarara,  “1?:  que  la 
nulidad  del  testamento  de  doña  Ana 
María  Aguirre,  no  afecta  los  derechos 
de  dominio  adquiridos  por  los  actua¬ 
les  poseedores  de  sus  bienes  raíces  en 
virtud  de  título  distinto  de  aquel  tes¬ 
tamento;  y  2?:  quo  en  consecuencia  y 
de  conformidad  con  el  artículo  207  del 
Código  Civil  son  válidas  las  inscripcio¬ 
nes  de  esos  inmuebles  hechas  á  favor 
de  los  poseedores  actuales  á  título  de 
herencia  de  doña  María  Flores  de  Ro¬ 
mero.”  Fundasu  acción  el  demandante 
en  que  el  testamento  de  doña  Ana  Ma¬ 
ría  Aguirre,  instituyendo  por  su  here¬ 
dera  á  doña  María  Flores  de  Romero, 
fué  inscrito  el  19  de  septiembre  de 
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1888,  á  mérito  de  lo  cual,  el  dominio 
de  los  bienes  inmuebles  de  la  herencia 
quedó  fijado  en  favor  de  la  heredera. 
Agrega, (jueel  18 de  diciembredel  propio 
año  falleció  la  señora'de  Romero,  sien¬ 
do  por  tal  causa  por  lo  que  en  auto  del 
Juzgado  1?  de  1?  Instancia,  el  23  de 
enero  de  1889  se  declaró  herederos 
tanto  al  exponente  como  á  su  herma¬ 
na  doña  María  Flores:  que  en  vir¬ 
tud  de  tal  declaratoria  fueron  inscritos 
á  nombre  de  ellos  los  mencionados 
bienes  el  15  de  abril  de  1889;  que  no  fue 
sino  hasta  el  23  de  diciembre  de4l890 
cuando  el  Juzgado  1?  mandó  anotar 
preventivamente  la  demandado  los  her¬ 
manos  Arévalossobre  los  bienes  inmue¬ 
bles  dejados  por  la  señora  Aguirre  á 
su  hermana  doña  María  Flores  de  Ro¬ 
mero,  de  todo  lo  que  se  deduce  que  así 
el  actor  como  su  hermana  son  terceros 
poseedores  de  los  bienes  que  la  Agui¬ 
rre  dejó  en  herencia  á  la  señora  de  Ro¬ 
mero. 

Resultando:  que  con  posterioridad  á 
la  demanda  de  que  acaba  de  hacerse 
relación,  el  8  de  agosto  del  año  próxi¬ 
mo  pasado  los  Licenciados  don  Ma¬ 
nuel  Diéguez  y  don  Ramón  Morales, 
en  concepto  depersoneros  de  don  Juan 
y  doña  Hercilia  Romero,  iniciaron,  así 
mismo,  juicio  declarativo  para  estable¬ 
cer  que  sus  poderdantes  han  adquirido 
por  prescripción  positiva,  que  ha  co¬ 
rrido  contra  el  Fisco,  los  inmuebles 
que  su  señora  madre  adquirió  por  he¬ 
rencia  de  doña  Ana  María  Aguirre,  y 
separadamente,  la  señorita  Hercilia 
una  casa  que  obtuvo  mediante  legado 
remuneratorio  que  se  consignó  en  el 
testamento  de  la  Aguirre. 

Resultando:  que  el  Agente  Fiscal 
negó  ambas  demandas,  porque  entre 


otras  razones,  respecto  de  la  primera, 
había  cosa  juzgada,  toda  vez  que  el 
punto  á  que  se  refería,  fué  objeto  del 
juicio  que  terminó  con  la  declaratoria 
de  nulidad  del  testamento  de  la  Agui¬ 
rre,  y  con  relación  á  la  segunda  porque 
no  concurren  los  requisitos  que  la  ley 
determina  para  adquirir  por  prescrip¬ 
ción.  Es  de  notarse  que  el  Agente  Fis¬ 
cal  para  evacuar  el  traslado  pidió  y  ob¬ 
tuvo  que  se  acompañaran  todos  los  ante¬ 
cedentes  á  los  nuevos  juicios,  es  decir 
al  iniciado  por  Romero  y  al  que  in¬ 
coaron  los  Licenciados  Morales  y  Dié¬ 
guez,  juicios  que  á  solicitud  del  últi¬ 
mo  y  previos  los  trámites  del  caso, 
fueron  acumulados. 

Resultando:  que  puestos  los  autos  á 
la  vista,  el  9  de  septiembre  anterior,  se 
pronunció  en  1?  Instancia  el  fallo  res¬ 
pectivo  de  8  de  octubre  siguiente,  y  no 
fué  sino  hasta  el  9  del  mismo  octubre 
cuando  el  Lie.  Diéguez  pidió  que  el 
juicio  se  recibiera  á  prueba. 

Resultando:  que  el  Lie.  Morales  in¬ 
trodujo  recurso  extraordinario  de  nu¬ 
lidad  por  creer  que  en  el  fallo  recurri¬ 
do  se  violaron  los  artículos  que  pues¬ 
tos  en  el  orden  que  corresponde,  son 
los  siguientes:  439,  445,  599  y  885  del 
Código  de  Procedimientos  Civiles,  646, 
649,  650,  651,  652,  21.001,  2,102,  2,103 
y  2,107  del  Código  Civil  y  124,  125  y 
307  del  decreto  número  272. 

Considerando:  que  el  primero  de  los 
motivos  en  que  la  casación  se  funda  por 
la  parte  recurrente,  es  que  según  se  ale¬ 
ga,  ha  habido  violación  sustancial  en  el 
procedimiento,  por  no  haberse  recibi¬ 
do  á  pruebael  juicio;  pero  sinfijarseen 
que  el  artículo  1,869  del  Código  de 
Procedimientos  Civiles  enumera  los 
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siguientes  casos,  en  los  que  únicamen¬ 
te  se  entiende  que  ha  habido  tal  viola¬ 
ción  sustancial  en  el  procedimiento,  á 
saber:  1?  por  no  haberse  emplazado  en 
tiempo  y  forma  á  los  que^deben  ser  ci¬ 
tados  al  juicio;  2?  por  falta  de  persona¬ 
lidad  legal  para  comparecerá  él;  3?  por 
defecto  de  citación  para  la  sentencia 
y  para  toda  diligencia  de  prueba;  4f 
por  haberse  dictado  la  sentencia  por 
un  número  de  Magistrados  menor  que 
el  señalado  por  la  ley;  y  5?  por  incom¬ 
petencia  absoluta  de  jurisdicción.  No 
estando,  pues,  la  causal  que  aducen  los 
señores  Romeros  entre  lasque  la  le}' fija 
para  estimar  violado  el  procedimien¬ 
to,  y  hacer  procedente  el  recurso  ex¬ 
traordinario  de  casación,  claro  es  que 
este  Tribunal  Supremo  no  puede  to¬ 
mar  en  cuenta  dicha  causal  para  anu¬ 
lar  el  fallo  recurrido. 

Considerando:  que  respecto  de  la 
excepción  propuesta  por  los  hermanos 
Romeros,  contraída  á  que  la  declarato¬ 
ria  de  nulidad  del  testamento  de  doña 
Ana  María  Aguirre  no  puede  perjudi¬ 
carlos,  por  cuanto  ellos  adquirieron 
los  bienes  de  dicha  herencia  en  con¬ 
cepto  de  herederos  forzosos  de  su  se¬ 
ñora  madre  doña  María  Flores;  hay 
que  tener  en  cuenta  que  ya  se  opuso 
esa  misma  excepción  en  el  juicio  que 
determinó  aquella  nulidad  por  ejecu¬ 
toria,  sin  que  sea  legal  invocarla  de 
nuevo;  ni  pudiera  en  ningún  caso  es¬ 
timarse  como  terceros  á  los  expresa¬ 
dos  hermanos  con  relación  á  los  bienes 
de  doña  Ana  María  Aguirre,  una  vez 
que  como  herederos  de  la  propia  seño¬ 
ra  Flores,  la  sustituyeron  en  todos  los 
derechos  y  obligaciones  que  ella  tenía. 


sesión  de  la  herencia,  subroga  áj¡su 
causante  y  se  confunde  con  él,  den  tal 
suerte,  que  jurídicamente  no  es]  una 
entidad  diversa  que  pueda  asumir  ca¬ 
rácter  de  tercero  ni  tornar  en  legítimo 
lo  que  no  lo  era  para  el  heredado. 

Considerando:  que  el  testamento 
nulo  de  doña  Ana  María  Aguirre  no 
pudo  ser  título  justo  para  que  prescri¬ 
biésemos  bienes  de  la  herencia  doña 
María  Flores  de  Romero,  (artículo  124. 
decreto  número  272)  ni  sus  hijos,  que 
como^ierederos  de  ella  abintestato  for¬ 
maban  la  misma  personalidad  jurídi¬ 
ca;  ni  tampoco  tuvieron  éstos  la  bue¬ 
na  fe  necesaria  para  la  prescripción 
positiva,  desde  que  fueron  notificados 
de  la  demanda  que  sobre  nulidad  de 
aquel  mismo  testamento,  y  derecho 
consiguiente  á  los  bienes  de  la  heren-- 
cia,  les  entablaron  los  Arévalos,  con 
fecha  30  de  octubre  de  1890;  toda  vez 
que  conforme  al  artículo  560  del  Có¬ 
digo  de  Procedimientos  Civiles,  unode 
los  efectos  de  la  citación  es  constituir 
al  demandado  en  poseedor  de  mala  fe, 
é  interrumpir  la  prescripción,  segúu 
textualmente  lo  establecen  los  incisos 
2?  y  6?  de  esa  disposición  legal,  sin 
que  arguya  nada  en  favor  de  don  Juan 
y  de  doña  Hercilia  Romero  el  hecho 
de  que  el  Agente  Fiscal  se  hubiese  ad¬ 
herido  primero  á  la  demanda  indicada, 
y  después  retirado”de  ella,  puesto  que 
el  juicio  se  continuó  siguiendo  deman¬ 
dados  los  hermanos  Romeros,  hasta  que 
les  fué  adverso  el  fallo  definitivo;  por 
lo  que  no  sería  dable  sostener  que  en 
cuanto  á  los  Arévalos,  eran  de  mala  fe 
aquellos  señores,  y  no  respecto  al  Fis¬ 
co,  tratándose,  como  se  trató  en  el  jui¬ 
cio,  de  la' validez  del  mismo  testamen- 
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to  de  la  señora  Aguirre,  y  de  los  pro¬ 
pios  bienes  de  ésta,  que  han  sido  los 
cuestionados. 

Considerando;  que  además,  no  ha 
corrido  para  la  prescripción  positiva 
el  tiempo  que  la  ley  requiere;  porque 
comenzando  á  contarlo,  como  lo^  recu¬ 
rrentes  lo  hacen,  desde  la  fecha  de  la 
declaratoria  de  herederos  de  los  acto¬ 
res,  en  23  de  enero  de  1889,  hasta  que 
se  les  notificó  la  demanda  el  30  de  oc¬ 
tubre  de  1890,  no  transcurriefpn  ni 
con  mucho  los  cinco  años  prescritos 
por  el  aJtículo  125,  decreto  número 
272. 

Considerando:  que  por  las  razones 
expuestas,  no  se  han  violado  los  artí¬ 
culos  en  que  se  pretendió  fundar  el 
presente  recurso  extraordinario,  sien¬ 
do  de  notarse  que  aunque  se  mencio¬ 
na  el  artículo  veintiún  mil  uno  del 
Código  Civil,  no  existe  en  el  cuerpo 
de  leyes  referido; 

Por  tanto;  la  Corte  Suprema  de  Jus¬ 
ticia,  en  observancia  de  los  artículos 
1,868  y  1,887,  declara  sin  lug^r  el  re¬ 
curso  interpuesto,  y  manda  ingresar  á 
los  fondos  de  Justicia  el  depósito  cons¬ 
tituido,  siendo  las  costas  originadas  á 
cargo  de  la  parte  recurrente. 

Devuélvanse  los  autos  como  corres¬ 
ponde  y  notifíquese. 

Antonio  Batres. — Miguel  Flores — 
M.  A.  Herrera. — M.  J.  Foronda. — 
Francisco  Alarcón. 

Felipe  Martínez, 

Secretalio. 

- 


CRIMINAL. 

La  apreciación  de  la  prueba  no  da  lugar  al  recurso 
de  nulidad ;  pero  sí  la  violación  de  las  leyes  que  la 
regulan. 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Gua¬ 
temala,  8  de  abril  de  1896. 

Visto  por  recurso  de  casación  y  con 
’la  causa  de  que  procede,  el  fallo  de 
veinticinco  de  enero  último,  en  que 
la  Sala  segunda  de  la  Corte  de  Apela¬ 
ciones,  reformando  el  de  primera  Ins¬ 
tancia,  declara;  19,  que  Juan  Antonio 
Aguirre,  ex-Juez  2?  de  Paz  de  esta  ciu¬ 
dad,  es  reo  de  abusos  contra  el  parti¬ 
cular  Marcelino  Aceituno,  por  lo  que 
le  impone  la  pena  de  seis  meses  de 
arresto  mayor  con  abono  del  tiempo 
sufrido;  2?,  que  el  mismo  Aguirre  es 
reo  de  prevaricato  con  motivo  de  la 
causa  de  Nicolás  Estrada,  delito  por  el 
cual  le  impone  la  pena  de  cuatro  me¬ 
ses  de  arresto  menor,  que  cumplirá 
después  de  la  primera;  3?,  que  ambas 
penas  son  conmutables  en  su  totali¬ 
dad  con  dos  reales  diarios  y  llevan 
anexa  la  de  inhabilitación  absoluta 
durante  el  tiempo  que  duren;  4?,  que 
se  exonera  al  reo  de  la  reposición  del 
papel  por  su  notoria  pobreza;  5?,  ab¬ 
suelve  al  propio  reo  de  los  cargos  de 
amenazas  y  exacciones  contra  Manuel 
Francisco  Fuentes,  de  exacciones  y 
abusos  contra  Cora  Howe  y  de  exac¬ 
ciones  contra  Cristián  García;  6?,  man¬ 
da  proceder  contra  Martín  Arévalo. 
y  Saturnino  Cifuentes,  por  falso  tes¬ 
timonio  y  contra  el  repetido  .Juan 
Antonio  Aguirre  y  el  Secretario  de  la 
Casa  de  Recogidas  y  demás  personas 
que  aparezcan  responsables  por  false¬ 
dad. 
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Resultando:  que  el  Juez  tercero  de 
primera  Instancia  de  este  departamen-  | 
to,  en  sentencia  de  diez  y  nueve  de  no-  j 
viembre  del  año  próximo  pasado  y  ! 
que  fue  reformada  por  la  anterior  ó  sea  | 
la  de  segunda  Instancia,  declara:  1?,  ab 
suelto  del  cargo  á  don  Juan  Vntonio 
Aguirre  de  los  delitos  de  abusos  contra  ‘ 
particulares  en  la  persona  de  Marceli-  ¡ 
no  Aceituno  Garrido; de  prevaricación,  j 
amenazas  y  otros  excesos  en  la  de  Ma¬ 
nuel  Francisco  Fuentes;  y  de  exaccio-  i 
nes  ilegales  en  la  de  Cora  Howe  y  I 
Cristian  García,  hijo;  2?,  sobresee  de-  1 
finitivamente  en  lo  actuado  en  la  de  | 
Nicolás  Estrada,  contra  quien  se  pro-  j 
cede  por  hurto;  3?,  condena  á  don  j 
Juan  Antonio  Aguirre  á  dos  meses  ! 
de  suspensión  del  empleo  de  Juez  se-  ' 
gundo  de  Paz,  para  que  fue  electo,  pol¬ 
la  responsabilidad  que  le  resulta  en  la 
causa  de  Francisca  Morales,  por  lesio¬ 
nes,  declarando  purgada  esa  pena  con 
el  tiempo  que  Aguirre  lleva  de  estar 
suspenso;  4?,  manda  reponer  á  don 
Juan  Antonio  Aguirre  en  sus  dere¬ 
chos  políticos  y  en  sus  funciones  de 
Juez  segundo  de  Paz  de  esta  ciudad; 
5?,  manda  ampliar  el  procedimiento 
contra  quien  resulte  culpable  acerca  de 
la  incomunicación  de  Marcelino  Acei¬ 
tuno,  y  6?,  dispone  que  certificándose 
lo  conducente  de  los  procesos  contra 
Cora  Howe  por  desacato,  y  contra  Mar¬ 
celino  Aceituno  Garrido  por  amena¬ 
zas  y  allananiiento,  que  obran  origina¬ 
les,  se  desglosen  y  se  continúen  con¬ 
tra  quienes  proceda  hasta  su  termina¬ 
ción,  enviando  el  primero  al  Tribunal 
de  su  origen. 

Resultando:  que  á  Aguirre  se  le  sin¬ 
dica  de  haber  dado  orden  para  que 


pusiesen  incomunicado  y  en  bartolina 
á  Marcelino  Aceituno  G.,  que  fué  dete¬ 
nido  por  ciertos  delitos  de  que  se  que¬ 
relló  don  Juan  P.  F.  Padilla,  perma¬ 
neciendo  en  esa  situación  durante  tres 
días,  y  en  esto  consiste  el  cargo  que  se 
le  dedujo  de  abusos  contra  particula¬ 
res.  Se  le  sindica  también  de  preva¬ 
ricato;  porque  en  vez  de  dictar  auto  de 
prisión  formal  contra  Nicolás  Estrada, 
á  quien  se  procesaba  por  hurto,  lo 
mandó  poner  en  libertad  con  sujeción 
á  las  rj^sultas;  de  que  á  Francisca  Mo¬ 
rales,  encausada  por  lesiones,  la  tuvo 
detenida  por  más  del  término  legal, 
sin  dictar  el  auto  de  prisión  ó  de  sol¬ 
tura;  de  que  á  Cora  Howe  le  impuso 
una  multa  de  ciento  cincuenta  pesos, 
porque  hizo  pedazos  una  orden  que 
para  su  comparendo  al  Juzgado  le  ha¬ 
bía  sido  dirigida;  y  finalmente,  se  siii- 
!  dica  al  ex- Juez  2?  de  Paz  don  Juan 
Antonio  Aguirre  de  haber  amenazado 
á  Manuel  Francisco  Fuentes  con  el  ob- 
i  jeto  de  que  retirara  una  apelación  y 
I  de  habei-  cometido  otras  faltas  y  abu- 
’  sos  en  el'ejercicio  de  sus  funciones  ju¬ 
diciales. 

Resultando:  que  respecto  del  prime¬ 
ro  de  los  delitos  mencionados  decla- 
'  ra  José  Antonio  E.  López,  á  folio  5,  y 
'  dice  que  en  el  momento  en  que  Acei¬ 
tuno  fué  llevado  en  calidad  de  deteni¬ 
do  á  la  2?  Sección  de  Policía  no  se  ha¬ 
llaba  presente  el  que  declara;  pero 
;  cuando  regresó  á  dicha  Sección,  de  don- 
¡  de  es  Comandante,  le  dió  parte  el 
sargento  de  guardia  de  que[[aquél  esta¬ 
ba  preso  en  bartolina  é  incomunicado 
por  orden  del  Juez  2?  de  Paz.  El  sar¬ 
gento  Filadelfo  Rodríguez,  á  folios  6  y 
12,  vto.,  expone  que,  el  día  diez  y  seis 
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de  julio  de  1894,  por  pedimonto  de 
don  Juan  1\  F.  Padilla,  fué  conducido 
á  la  detención  el  expresado  Aceituno, 
de  lo  que  poco  después  le  dio  parte  al 
señor  Juez  2?  de  Paz,  quien  le  ordenó 
verbalinente  pusiese  al  detenido  inco¬ 
municado  y  en  bartolina,  podiendo 
declarar  á  este  respecto  el  inspector 
Saturnino  Cifuentes  y  el  escribiente 
Martín  Alvarez,  que  estaban  en  la  Co¬ 
mandancia  en  tales  momentos,  y  éstos 
declaran  á  folios  14  y  15.  que  vieron 
cuando  llegó  á  la  Comandancia  ^le  la 
Sección  el  Juez  2?  de  Paz  señor  Agui- 
rre,  oyendo  también  que  ordenó  al 
sargento  Rodríguez  pusiese  incomuni¬ 
cado  al  referido  Aceituno;  y  en  los  ca¬ 
reos  de  folios  222  vto.  y  230,  dicen  que 
ni  al  tiempo  de  declarar  ni  á  la 
fecha  de  los  careos  pueden  determinar 
ó  precisar  quién  dió  la  orden  de  inco¬ 
municación  ni  á  qué  persona  se  refe¬ 
ría.  El  guardián  Victoriano  Samayoa 
asegura  (fs.  7)  que  él  mismo  puso  en 
bartolina  é  incomunicado  á  Aceituno, 
de  orden  de  la  Comandancia,  habiendo 
permanecido  en  esa  situación  como 


Hernández  y  Esciquio  Ramos  expre¬ 
san  que  vieron  cuando  llegó  á  la  Co¬ 
mandancia  de  la  Sección  de  Policía  el 
señor  Juez  2?  Aguirre,  y  le  dijo  al 
sargento  Filadelfo  Rodríquez  que  pu¬ 
siera  en  bartolina  al  mencionado  Acei¬ 
tuno  y  que  no  le  permitiera  hablar 
con  los  detenidos,  afirmando  el  pri¬ 
mero  de  los  declarantes,  que  eso  ocu¬ 
rrió  como  á  las  cuatro  de  la  tarde  y  el 
segundo  que  fué  entre  las  dos  y  las 
tres  de  la  misma  tarde. 


Manuel  García  Cruz,  Ignacio  Lemus, 
Nicolás  García  y  Felipe  Soto  declaran 
á  folios  229  frente  y  vuelto,  233  vto. 
240  y  259,  de  una  manera  uniforme  y, 
conteste,  que  les  consta*  haber  visto  al 
señor  Juez  Aguirre  en  su  Despacho  y 
constantemente  ocupado  desde  las  do¬ 
ce  hasta  las  cuatro  de  la  tarde  del  día 
diez  y  seis  de  julio  de  1894,  sin  que  se 
dirigiera  ni  por  un  momento  á  la  Co¬ 
mandancia  de  la  Sección,  ni  diera  or¬ 
den  á  ninguno  de  los  agentes  de  la  au¬ 
toridad  para  que  incomunicaran  al 
repetido  Marcelino  Aceituno  Garrido. 

Resultando:  que  el  recurso  de  casa¬ 
ción  tiene  por  fundamento  el  haberse 
violado  en  la  sentencia  recurrida  los 
artículos  19  del  Código  Penal  y  824 
del  Código  de  Procedimientos  Civiles. 

Considerando:  que  de  los  testigos 
que  deponen  contra  el  sindicado  por 
lo  relativo  al  delito  de  abusos  contra 
particulares,  unos  difieren  en  cuanto  á 
la  hora  y  lugar  en  que  se  dice  fué  da¬ 
da  la  orden  de  incomunicación  de 
Aceituno  y  aun  de  la  persona  que  la 
dió,  y  otros,  que  son  Saturnino  Cifuen¬ 
tes  y  Martín  Alvarez,  contradicen  y 
desvirtúan  por  completo  ellos  mismos 
sus  propias  deposiciones,  mientras  que 
los  seis  testigos  que  declaran  á  favor 
del  procesado  dan  razón  de  sus  dichos, 
siendo  uniformes  y  contestes,  por  lo 
que  destruyen  lo  afirmado  por  aque¬ 
llos  que  sostienen  lo  contrario;  que¬ 
dando  en  consecuencia  sin  valor  algu¬ 
no  el  mencionado  cargo;  y  violado  el 
artículo  824  del  Código  de  Pr.  C.  en 
cuanto  á  la  regulación  de  la  prueba. 

Considerando:  que  respecto  al  hecho 
de  haber  el  Juez  Aguirre  mandado  po- 
i  ner  en  libertad  con  sujeción  á  las  re- 


Resultando:  que  los  testigos  José 
María  Ramírez,  Víctor  Miguel  Díaz, 
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sullas  á  Nicolás  Estrada,  no  son  apli-  ! 
cables  las  disposiciones  del  párrafo  1?,  ‘ 
título  6?,  libro  2?  del  Código  Penal, 
por  no  estar  comprendido  en  ninguno  | 
de  los  casos  de  prevaricación  que  pun¬ 
tualiza  el  citado  párrafo;  y  en  conse-  ^ 
•  cuencia  se  han  violado  por  la  Sala  sen¬ 
tenciadora  los  artículos  1?  del  Código 
Penal,  64  del  de  Procedimientos  Judi¬ 
ciales  y  33  déla  Constitución,  que  exi¬ 
gen  la  comisión  de  un  delito  y  que 
concurra  indicio  racional  ó  motivo  su¬ 
ficiente  para  süponer  que  la  persona 
detenida  sea  la  delincuente. 

Considerando:  que  por  lo  que  hace 
á  los  demás  hechos  punibles  que  se 
atribuyen  al  prevenido,  no  hay  prueba 
plena  y  completa  que  lo  convenza  de 
culpabilidad  alguna,  siendo  los  indi¬ 
cios  que  aparecen  contra  él  tan  leves  é 
insignificantes  que  han  quedado  des¬ 
vanecidos  con  sólo  las  declaraciones 
y  detalles  que  ha  dado  el  mismo  sin¬ 
dicado; 

Por  tanto;  la  Corte  Suprema  de  Jus¬ 
ticia,  en  aplicación  de  los  artículos 
1868,  1,873  y  1,889  del  Código  de  Pro 
cedimientos  Civiles  100  del  de  Pr. 
en  el  ramo  criminal,  casa  y  anula  el 
fallo  de  la  Sala  de  la  Corte  de  Ape¬ 
laciones;  y  dictando  el  que  correspon¬ 
de,  absuelve  al  ex- Juez  segundo  de  Paz 
de  estaciudad  don  Juan  Antonio  Agui- 
rre,  de  los  cargos  que  se  le  formularon, 
y  manda  proceder  por  falso  testimonio 
contra  Saturnino  Cifuentes  y  Martín 
Alvarez,  y  no  Arévalo,  como  equivo¬ 
cadamente  expresa  la  Sala  sentencia¬ 
dora;  certificándose  al  efecto  los  pasa¬ 
jes  conducentes. 

Notifíquese  3’  devuélvase  la  causa  en 
la  forma  que  corresponde. 

Antonio  Batees. —  Miguel  Flores. 
— M.  A.  Herrera. —  M.  J.  Foronda. 
Francisco  Alarcón. 

Felipe  Martínez, 

Secretario. 


CRIMINAL. 

Contra  las  providencias  ejecutoriadas  no  cabe  más 
recurso  que  el  de  responsabilidad. 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Gua¬ 
temala,  17  de  abril  de  1896. 

Visto  el  ocurso  de  queja  formula¬ 
do  por  Rodrigo  Salguero,  J.  Dolores 
Pérez,  Nicolasa  Lobos  y  Gregoria  Gar- 
:  cía,  de  Jutiapa,  contra  la  providencia 
de  la  Sala  de  la  Corte  de  Apelacio¬ 
nes,  que  declara  insubsistente  el  auto 
I  que  motivó  la  prisión  de  Joaquín  Gar- 
,  cía  y  AJagdaleno  Díaz,  por  habérseles 
atribuido  el  delito  de  daños  y  sin  nin¬ 
gún  valor  las  diligencias  á  este  respec¬ 
to  practicadas,  dejando  á  los  preveni- 
I  dos  sus  derechos  á  salvo  para  que  los 
deduzcan  en  la  forma  y  contra  quien 
corresponda. 

Resultando:  que  los  presentados 
fundan  su  queja  en  que  la  Sala  violó 
en  el  mencionado  auto  las  disposicio¬ 
nes  legales  que  citan,  y  en  que  los  au¬ 
tores  del  daño.  García  y  Díaz,  en  vir¬ 
tud  de  la  salvedad  que  contiene  el  au¬ 
to  referido,  han  iniciado  acusación, 
por  calumnia,  contra  los  quejosos,  lo 
cual  no  es  exacto,  pues  pedidos  todos 
los  antecedentes,  dicha  acusación  no 
,  aparece  entre  ellos. 

Considerando:  en  cuanto  á  lo  prime¬ 
ro,  que  lo  resuelto  por  la  Sala  tiene  el 
carácter  de  cosa  juzgada,  contra  la 
cual  no  cabe  más  recurso  que  el  de 
responsabilidad:  artículos  189  y  190, 
.  decreto  número  273;  siendo  de  notar¬ 
se  que  no  existe  aún  la  acusación  por 
calumnia,  como  se  ha  afirmado,  }•  pa¬ 
ra  el  caso  de  formularse,  el  Juez  ó 
'  Tribunal  respectivo  determinará  la 
persona  contra  quien  pueda  dirigirse, 
:  según  lo  indica  el  auto  ejecutoriado  de 
,  que  se  ha  hecho  mérito; 
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Por  tanto;  la  Corte  Suprema  de  Jus¬ 
ticia,  con  preseiu-ia  de  las  leyes  cita¬ 
das  y  de  lo  consultado  })or  el  Ministe¬ 
rio  Publico,  declara  no  haber  lugar  á 
dictar  providencia  en  el  ocurso  de 
Salguero  y  demás  personas  menciona¬ 
das  al  princi[)io. 

Hágase  saber,  y  como  corresponde, 
devuélvanse  los  antecedentes. 

Batkes. — Flokrs. — Herrera.  — Fo¬ 
ronda. — Alarcün. 

Felipe  Martínez, 

Secretari . 


CORTE  DE  APELACIONES. 


CIVIL. 

El  artículo  1842’del  Código  (}ivil  de  Procedimientos 
comprende  dos  extremos ;  uno  de  ellos  hace  inne¬ 
cesario  el  otro. 

Sala  cuarta  de  la  (¡orte  de  Apela-  ; 
ciones;  Quezaltenango,  trece  de  abril  | 
de  mil  ochocientos  noventa  y  seis. 

Vista  la  articulación  promovida  por  ! 
don  Catarino  Meléndez,  relativa  á  que  | 
se  aclare  y  amplíe  la  sentencia  recaída 
en  el  juicio  que  sobre  propiedad  ha 
seguido  con  don  Antonio  López, 

Resulta;  que  dicha  solicitud  se  fun¬ 
da  en  que  Meléndez  al  dársele  trasla¬ 
do  para  que  expresara  agravios,  soli¬ 
citó  que  se  señalara  día  para  la  vista; 
y  el  Tribunal,  previa  audiencia  de  la 
contraria,  citó  para  fallar  el  veintidós 
y  veintitrés  de  enero  último,  y  el  trein-  : 
ta  del  propio  mes  dictó  el  fallo  refe¬ 
rido. 

Considerando:  que  según  el  texto 
del  artículo  1.842  del  Código  de  Pro¬ 
cedimientos  Civiles  el  señalamiento 
de  día  procede  cuando  ambas  partes  i 


lo  solicitan,  y  en  el  caso  que  se  exa¬ 
mina,  únicamente  se  formuló  tal  soli¬ 
citud  por  parte  de  Meléndez. 

Considerando:  que  el  artículo  cita¬ 
do  al  especificar  que  se  llamarán  au¬ 
tos  con  citación  ó  se  señalará  día  para  . 
la  vista,  comprende  dos  extremos,  de 
los  cuales  el  uno  hace  innecesario  el 
otro,  porque  ellos  pueden  ampliarse 
alternativamente,  según  se  deduce  de 
la  conjunción  dis3'untiva  ó,  de  que  se 
vale  la  ley;  y  la  aplicación  tanto  del 
uno  como  del  otro,  llena  el  objeto  que 
el  legislador  se  propuso  al  disponer 
(jue  los  litigantes  sean  citados  ó  noti¬ 
ficados  antes  de  pronunciar  el  fallo. 

Considerando:  que  en  ningún  caso 
podría  estimarse  que  se  haya  procedi¬ 
do  sin  oír  al  articulante,  toda  vez  que 
se  le  dió  traslado  para  que  expresara 
agrayios  y  fue  citado  para  sentencia 
siete  días  antes  de  dictarse  ésta,  tiem¬ 
po  superabundante  para  alegar  ó  para 
pedir  la  revocatoria  del  decreto  de  ci¬ 
tación ;  aparte  de  que  el  alegato,  pre¬ 
sentado  extemporáneamente  en  esta 
Instancia,  no  hace  más  que  reprodu¬ 
cir  los  argumentos  del  de  primera, 
considerado  3^a  en  la  sentencia  que  dió 
origen  al  artículo; 

Por  tanto:  la  Sala  cuarta  de  la  Cor¬ 
te  de  Apelaciones,  en  observancia  de 
la  ley  citada  y  del  artículo  883  del 
Código  de  Procedimientos  Civiles,  de¬ 
clara  la  improcedencia  del  incidente 
de  que  se  ha  hecho  mérito. 

Notifíquese  y  devuélvase  con  certifi¬ 
cación. 

Flamenco. — Obregón. — Cardona. —  , 
Mariano  I.  Piedrasanta, 

Secretario. 
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CIVIL. 

Los  Jueces  de  primera  Instancia  son  incompeten¬ 
tes  para  conocer  de  los  juicios  de  menor  cuantía. 

Sala  cuarta  de  la  Corte  de  Apela¬ 
ciones:  Quezaltenango,  catorce  de  al)ril 
de  mil  ochocientos  noventa  y  seis. 

Vista  con  sus  antecedentes  la  sen¬ 
tencia  de  cuatro  de  diciembre  del  año 
próximo  anterior,  en  la  que  el  Juez 
segundo  de  este  departamento  declara 
que  es  de  la  propiedad  de  Manuel  Vi- 
llagrán,  como  comprador  del  Licen¬ 
ciado  Julián  Aguilera,  quien  á  su  vez 
lo  compró  á  Manuel  Yax,  un  terreno 
de  labranza  situado  al  pie  del  “Baúl” 
de  esta  ciudad,  y  que  lo  ha  disputado 
Simón  Herrera,  fundando  los  derechos 
que  pretende,  en  la  escritura  pública 
que  encabeza  la  pieza  de  primera  Ins¬ 
tancia.  Las  partes  son  mayores  de 
edad,  de  este  vecindario,  y  hábiles  para 
el  efecto  de  litigar. 

Resultando:  que  con  fecha  once  de 
septiembre  del  año  próximo  anterior, 
se  presentó  Herrera  ante  el  Presidente 
de  la  República,  quejándose  de  que  el 
Juez  segundo  de  Paz  de  esta  ciudad,  á 
solicitud  del  Licenciado  Julián  Agui¬ 
lera  lo  había  despojado  del  terreno  ya 
dicho,  y  pidiéndole  que  dictara  sus  ór¬ 
denes  á  efecto  de  que  fuera  restituido 
en  su  propiedad,  por  tenerla  legítima, 
en  virtud  de  una  escritura  pública  que 
acompañaba  á  su  solicitud,  y  por  la 
cual  trataba  de  acreditar  que  había 
comprado  el  inmueble  mencionado  á 
Alejandro  Ixcolín: 

Que  esa  solicitud  fue  mandada  pasar 
al  Ministerio  de  Gobernación  para  lo 
que  hubiese  lugar,  el  cual  acordó  man¬ 
darlo  pasar  á  su  vez  al  Juzgado  1?  de 
primera  Instancia  de  este  departamento 
para  que  hiciera  justicia  al  peticio¬ 
nario: 


Que  en  efecto,  con  los  documentos 
relacionados  se  presentó  Herrera  ante 
el  Juzgado  ya  dicho,  demandando  la 
propiedad  del  terreno,  y  previa  una 
aclaración  de  la  demanda  el  Juez 
mandó  dar  traslado  en  vía  ordinaria: 

Que  de  la  escritura  en  que  Herrera 
funda  su  derecho  y  de  los  demás  pasa¬ 
jes  del  juicio  hasta  la  sentencia  que  se 
examina,  aparece  que  el  asunto  de 
que  se  trata  no  llega  ni  con  mucho  á 
la  suma  de  doscientos  pesos: 

Considerando:  que  según  el  artículo 
mil,->doscientos  treinta  y  cuatro  del 
Código  de  Procedimientos  Civiles  re¬ 
formado,  son  materia  de  juicios  verba¬ 
les,  los  negocios  cuyo  interés  no  pase 
de  doscientos  pesos.  Que  en  esa  vir¬ 
tud  el  Juez  á-quó  debió  haberse  inhi¬ 
bido  del  conocimiento  del  asunto  de 
que  se  trata; 

Por  tanto:  la  Sala  cuarta  de  la  Corte 
de  Apelaciones,  declara  nulo  todo  lo 
actuado,  siendo  á  cargo  del  mismo 
Juez  las  costa  de  ambas  Instancias. 
Notifíquese  y  devuélvase  con  certifica¬ 
ción. 

J OSÉ  F LAMENCO. — V IRGILIO  ObREGÓN. 

—  Manuel  Cardona. 

Mariano  I.  Piedrasanta, 

Secretario. 


CRIMINAL. 

Las  partes  no  pueden  habilitar  á  los  Jueces  cuando 
hay  prohibición  legal  para  conocer. 

Sala  4?^ -de  la  Corte  de  Apelaciones: 
Quezaltenango,  diez  y  ocho  de  abril  de 
mil  ochocientos  noventa  y  seis. 

Examinada  por  consulta,  con  los 
antecedentes  que  corresponden,  la  sen¬ 
tencia  fecha  treinta  de  marzo  del  co¬ 
rriente  año,  en  la  que  el  Tribunal  Mi- 
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litar  de  Sololá,  por  infidelidad  en  la 
custodia  de  presos  impone  {\  Mario 
Estrada  cuatro  meses  de  prisión,  le 
suspende  en  sus  derechos  políticos;  le 
abona  el  tiempo  padecido  y  le  exonera, 
por  su  pobreza,  de  reponer  el  papel 
empleado  en  la  causa.  Estrada  es  de 
diez  3'  nueve  años  de  edad,  soltero,  jor¬ 
nalero,  vecino  de  la  cabecera  de  aquel 
departamento  y  sin  instrucción  al-  i 
guna. 

Resultando;  que  el  nueve  de  enero 
próximo  pasado  el  teniente  Timoteo 
Celada  dió  parte  de  haberse  fugado  el  i 
reo  Ramón  Falencia,  cuya  custodia  es¬ 
taba  encargada  á  Mario  Estrada;  que  | 
aunque  se  persiguió  al  prófugo,  no  pudo  ' 
lograrse  su  recaptura:  que  instruida  la  ! 
sumaria  del  caso,  se  recibieron  las  de-  > 
claraciones  de  varios  testigos,  se  tomó 
la  indagatoria  al  prevenido  y  después 
de  seguirse  los  trámites  que  se  estima-  i 
ron  legales,  se  pronunció  el  fallo  de  ' 
que  se  trata. 

Resultando:  que  habiendo  substan-  | 
ciado  el  proceso  3'  pedido  como  Fiscal  i 
don  Bernardo  Leal  L.,  quien  después  i 
se  encargó  de  la  Comandancia  de  Ar-  ¡ 
mas  del  propio  departamento,  de 
acuerdo  con  el  dictamen  de  su  Audi¬ 
tor,  hizo  saber  al  reo  su  excusa  para 
continuar  conociendo;  que  habiéndose  I 
conformado  el  prevenido  con  que  el 
expresado  señor  Leal  tramitase  y  fene¬ 
ciese  su  causa,  creyéndose  hábil,  así  lo 
verificó  pronunciando  la  sentencia  que  ^ 
se  examina. 

Considerando;  que  es  absurdo  supo-  j 
ner  la  imparcialidad  necesaria  para 
fallar  en  aquellos  que,  como  sucede  en 
el  presente  caso,  han  sido  interesados 
en  el  proceso,  ya  que  han  representa¬ 


do  en  primera  Instancia  á  la  vindicta 
pública  ofendida  y,  además,  han  anti¬ 
cipado  su  opinión  sobre  el  particukr, 
con  lo  cual,  no  cabe  duda,  se  ha  ataca¬ 
do  la  legítima  defensa  de  los  enjuicia¬ 
dos.  Artículo  diez  y  nueve,  inciso  se¬ 
gundo,  Código  de  Procedimientos  Ci¬ 
viles. 

Considerando:  que  tampoco  puede 
sostenerse  en  buena  lógica,  que  la  con¬ 
formidad  del  reo  en  que  conociera  co¬ 
mo  Comandante  de  Armas  la  persona 
que  había  servido  la  Fiscalía  Militar, 
la  había  habilitado  para  el  efecto,  por 
el  hecho  de  habérsele  notificado  la  ex¬ 
cusa  y  no  haberla  aceptado,  porque  las 
partes  no  pueden  hacer  válido  lo  que 
las  leyes  declaran  nulo  y  porque  el  pro¬ 
cedimiento  que  se  empleó,  tomado  del 
fuero  común,  se  ha  establecido  para  el 
caso  de  que  sea  impedimento  y  no  pro¬ 
hibición  la  que  asista  á  los  Jueces.  Ar¬ 
tículos  580,  Código  Militar,  segunda 
parte,  10  Código  Civil  3'  20  decreto 
número  273. 

Por  tanto:  la  Sala  cuarta  de  la  Corte 
de  Apelaciones,  con  el  apoyo  de  los  pre¬ 
ceptos  citados  y  en  uso  de  sus  faculta¬ 
des,  declara  nulo  todo  lo  actuado  des¬ 
de  el  dictamen  de  veinticinco  de  febre¬ 
ro  del  corriente  año,  inclusive,  hasta 
la  última  diligencia  practicada. 

Notifíquese  3^  devuélvase  con  certi¬ 
ficación. 

José  Flamenco. —  Jesús  E.  Carran¬ 
za. —  Manuel  Cardona. 

Mariano  I.  Piedrasanta, 

,  Secretario. 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


95 


Acuerdo  extirpando  prácticas  ilegales,  en 
favor  de  la  libertad  personal. 

Sala  6?  de  la  Corte  de  Apelaciones: 
Cobán,  24  de  abril  de  1896. 

Por  cuanto  la  observación  demues¬ 
tra:  ijue  los  Jueces  de  1?  Instancia  no 
letrados,  infringiendo  el  terminante 
precepto  del  artículo  veintidós  del  Có¬ 
digo  de  Procedimientos  Civiles,  siguen 
la  práctica  ilegal  de  resolver  por  sí  los 
artículos  que  se  promueven  y  aun  dic¬ 
tan  sentencias  definitivas: 

Que  á  su  vez  los  Jueces  de  Paz  dic¬ 
tan  autos  de  prisión,  en  asuntos  mate¬ 
ria  de  juicio  escrito,  contra  los  indivi¬ 
duos  á  quienes  procesan: 

Que  la  práctica  de  los  primeros  se 
dirige  contra  los  encausados,  porque 
entrañando  tal  [)roceder  un  vicio  que 
nulifica  sus  providencias,  tiene  que 
atenderse  á  lo  dispuesto  en  el  artículo 
ciento  setenta  y  ocho  de  la  Ley  Orgá¬ 
nica  y  Reglamentaria  del  Poder  Judi¬ 
cial,  y  verificado  así,  la  prolongación 
del  tiempo  que  debiera  tardar  la  causa 
se  hace  inevitable  con  grave  per¬ 
juicio  de  las  personas  privadas  de  su  i 
libertad  y  con  notable  perjuicio  del 
procedimiento,  que  de  tal  modo  se  ! 
alarga  indebidamente. 

Que  del  propio  modo  los  segundos 
infieren  perjuicios  análogos  á  los  reos, 
porque  les  privan  del  recurso  de  Ape¬ 
lación,  que  sólo  tiene  lugar  de  un  gra-  j 
do  á  otro  cuando  el  juicio  no  es  verbal.  ' 

Por  tanto;  este  Tribunal  de  según-  ' 
da  Instancia,  en  haz  del  Ministerio  Pú-  i 
blico,  juzga  tan  necesario  como  urgente 
prevenir  á  los  Jueces  de  su  inmediata 
dependencia: 


1?  Que  cumplan  estrictamente  las 
disposiciones  legales  que  deben  tener 
presentes. 

2?  Que  ordenen  á  los  Jueces  subor¬ 
dinados  observen  puntualmente  las 
prescripciones  de  los  artículos  cuarenta 
y  nueve,  cincuenta  y  ocho  del  Código  de 
Procedimientos  Judiciales;ciento  vein¬ 
ticuatro,  ciento  veintisiete  y  ciento 
veintiocho  del  Código  Militar,  Segun¬ 
da  Parte,  instruyendo  las  primeras  di- 
ligen'íias  con  el  escrúpulo  que  les  de¬ 
manda  la  obligación  de  perseguir  los 
delitos  y  esclarecer  la  verdad;  sin  que 
les  sea  permitido  bajo  ningún  pretex¬ 
to,  retener  las  actuaciones  más  de  los 
tres  días  que  les  fija  la  respectiva  ley 
de  enjuiciamiento. 

Comuniqúese. 

CoNTRERAS  B. — NÚÑEZ. —  CaRDOZA. — 
González  F. 

G.  M ARROQUÍN, 
Secretario. 


CRIMINAL. 

En  toda  causa  en  que  hay  acusador,  debe  dársele  in- 
tervenci  m  á  éste,  para  resolver  los  artículos  de 
fianza  de  calumnia  ó  separación  de  la  Instancia, 
aunque  no  se  haya  elevado  á  plenario  el  proceso. 

Sala  6“  de  la  Corte  de  Apelaciones; 
Cobán,  25  de  abril  de  1896. 

Visto  en  alzada  el  auto  de  treinta  y 
uno  de  agosto  de  mil  ochocientos  no¬ 
venta  y  cuatro,  en  el  que  el  Tribunal 
Militar  del  departamento  declara  que 
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Cástulo  López  no  está  obligado  á  pres¬ 
tar  la  fianza  de  calumnia  que  le  exige 
Vicente  García,  á  quien  aquél  acusó 
por  allanamiento. 

Resultando:  que  Cástulo  López  se 
presentó  contra  Vicente  García  incoan¬ 
do  la  acción  criminal  que  se  menciona: 

Que  con  posterioridad  y  todavía  en 
sumario  el  proceso,  García  exige  la 
fianza  de  calumnia  de  su  acusador: 


tículo  citado  y  el  ciento  setenta  y  ocho 
de  la  Ley  Orgánica  del  Toder  Judicial, 
declara  nulo  el  auto  recunddo. 

Notifíquese  y  devuélvase  con  certi¬ 
ficación. 


CoNTRERAS  B. - CaRDOZA. —  GONZÁ¬ 

LEZ  F. 


G.  Marroquín, 

Secretario. 


Que  abierto  el  incidente  respectivo, 
al  conferírsele  traslado  á  López,  éste 
manifiesta  que  desiste  de  la  acción  in¬ 
tentada  contra  García;  y  sin  oírse  al 
reo  sobre  la  respuesta  de  López,  el  Tri-  ¡ 
bunal  emitió  la  resolución  que  se  exa¬ 
mina. 

Considerando:  que  al  separarse  de  la 
Instancia  Cástulo  López,  introducía  un 
nuevo  artículo  que  debió  tramitarse 
como  toda  cuestión  incidental: 

Que  no  habiéndose  oído  á  García 
respecto  de  la  pretensión  de  López,  se  ! 
le  ha  privado  del  derecho  que  la  ley  le  j 
concede  al  acusado. 

Considerando:  que  omitido  el  requi-  ' 
sito  que  se  indica,  no  sólo  se  infringió 
el  terminante  precepto  del  artículo 
mil  quinientos  dos  del  Código  de  Pro¬ 
cedimientos  Civiles,  sino  que  se  ha  in  | 
volucrado  el'procedimiento,  siendo  eso 

i 

un  vicio  que  imprime  necesariamente 
la  nulidad  del  auto  relacionado. 

Por  tanto;  la  Sala  sexta  de  la  Corte 
de  Apelaciones,  en  aplicación  del  ar-  ¡ 


NOTARIOS 
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